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DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO (I)

TEMA 1: SOCIEDAD Y DERECHO INTERNACIONAL:

1.1. Derecho Internacional: Se puede definir de dos maneras:

1. Es el derecho que regula de las relaciones entre los sujetos de la comunidad internacional (Estados, Organizaciones Internacionales, individuos y pueblos (no necesariamente Estados)); es decir, de la sociedad internacional. 

2. El derecho internacional público es el conjunto de normas positivadas por los poderes normativos propios de la comunidad internacional. 

Los sujetos de derecho internacional son: Los pueblos coloniales (con derecho a la libre determinación), los estados y las organizaciones internacionales. 

En el siglo XX se ha producido una institucionalización de la comunidad internacional (tribunales, etc.) Así el DI se debe ir adaptando al derecho nacional. 

El derecho internacional público es muy problemático y se caracteriza por graves carencias institucionales:

1. En la sociedad internacional no existe ningún poder normativo regulativo o igual al poder legislativo de los estados. LA ONU tiene diversos órganos principales como la asamblea general donde están representados todos los estados, todos ellos tienen el mismo voto, y esto da igualdad jurídica; pero este órgano no es un parlamento internacional que dicta leyes, solo emite resoluciones no vinculantes.

2. El derecho internacional es creado por los estados, por los sujetos de la comunidad internacional que a su vez son los destinatarios de esas normas. “desdoblamiento internacional”.

3. En el plano de la prevención y sanción de las violaciones del DIP. Esta carencia se da porque no existe un gobierno mundial ni un tribunal internacional que exija el cumplimiento de las normas. 

Es verdad que dentro de la ONU existe un órgano de responsabilidad ejecutiva en el mantenimiento de la paz y seguridad internacional. Este órgano es el consejo de seguridad y esta formado por 15 estados, de los cuales 5 son permanentes, pero los otros 10 son elegidos cada 2 años. Los estados permanentes tienen derecho a veto, así que pueden impedir que se apruebe una resolución. Basta con que uno de los miembros permanentes vote en contra para que no se apruebe una resolución y como consecuencia de esto el consejo de seguridad no siempre actúa igual (no actúa por igual en todos los casos) y no adopta medidas eficaces en la prevención de actos ilícitos.

El tratado de las UN regula el consejo de seguridad.

4. El sistema de solución pacifica de controversias internacionales no es suficiente, la obligación de arreglar de forma pacifica las controversias internacionales es una obligación de comportamiento no de resultado. (Ej.: soberanía de Gibraltar). Se permite a los estados que digan el modo de arreglo y muchas veces no llegan a una resolución eficaz.

A pesar de sus defectos el derecho internacional es una herramienta de uso cotidiano en las relaciones de los sujetos internacionales. La  mayor parte de las veces el derecho internacional es cumplido, ya que a los estados no les interesa incumplir estas normas.

Los casos de vulneración de del derecho internacional son muy graves, muy importantes, pero muy escasos. Los derechos internos (como el derecho civil por ejemplo) son incumplidos muchas mas veces que el DI, pero sus incumplimientos no son tan sonados (ni tan graves); ni tienen tanta repercusión. 

Los sujetos internacionales son: 

1. Los estados

2. Las organizaciones internacionales: son cooperaciones entre los estados. Las organizaciones internacionales las crean los estados aunque no estén obligados a hacerlo, no surgen por si mismas.

3. Pueblos: Están representados por movimientos u organizaciones de liberación nacional.

El DI se crea de cuatro formas:

1. Tratados: Son normas convencionales y es la fuente mas característica del derecho internacional. Es el acuerdo de voluntades concordantes entre varios sujetos de derecho internacional del que surgen derechos y obligaciones internacionales. Su parte más importante es el texto en si.

Desventaja: Solo vincula a las partes contratantes del tratado (efecto relativo de los tratados)

Ventaja: Establecen obligaciones concretas. 

2. Costumbre: Son normas consuetudinarias. Son las normas que surgen por la costumbre. Existen dos elementos esenciales para que sea fuente de derecho:

-Practica general y constante

-La convicción de que esa practica se ha convertido en norma jurídica (opinio iuris)

3. Actos unilaterales de los estados: Acto que realiza unilateralmente un estado comprometiéndose a algo. Los demás estados se lo pueden exigir.

4. Actos o resoluciones normativas de organizaciones internacionales: En ella se basa el derecho comunitario. En teoría estas resoluciones vinculan a todos los estados por igual pero en la practica no es así.(relativismo internacional)

El derecho internacional suele estar constituido por normas dispositivas. No existe jerarquía entre las normas de derecho internacional por razón de las fuentes que las crean. La única jerarquía existente es entre normas dispositivas y normas imperativas.

Las normas imperativas de derecho internacional general son normas reconocidas por la comunidad internacional que no adjunten acuerdo en contrario y que solo puedan ser derogadas por otra norma de igual naturaleza (es decir por otra norma imperativa). Estas normas prevalecen siempre frente a un tratado, la costumbre, etc. Dentro de las normas imperativas no hay jerarquía.

Las normas imperativas son:

1. La norma que establece la soberanía de los estados. Cada estado es soberano en su territorio.

2. Principios de in intervención en los asuntos internos de otros estados 

3. La que establece la libre determinación de los pueblos (los pueblos que están sometidos a otros estados, es decir colonizados) 

4. Prohibición de la fuerza armada en las relaciones internacionales. Surge en 1945 desde las Carta de las UN.

5. Obligación de arreglo pacifico de las controversias. Pueden dejarlas sin resolver.

6. Protección internacional de los derechos humanos

7. Protección internacional del medio ambiente.

Cuando se produce una violación grave de una norma imperativa es más grave que si se tratase de otra norma cualquiera.

1.2 DI universal y DI regionales y particulares.

El derecho internacional se aplica de forma general en todos los lugares sin diferencias. Pero hay en algunas zonas que les interesa tener normas de derecho internacional (que no son de derecho internacional universal, como por ejemplo el derecho internacional europeo) para colaborar de forma mas intensa. Esto se permite siempre que estas normas no sean contrarias al derecho internacional universal (tiene que se compatible).

Históricamente la sociedad internacional estaba formada por los estados europeos y desde la edad moderna (XVI) esta la sociedad de estados europeos yuxtapuestos. La sociedad. La sociedad internacional fue aumentando hasta convertirse en una sociedad internacional universal es decir que se fue universalizando.

A partir del s. XIX los estados fueron cooperando entre si, se dieron cuenta de que tenían intereses comunes (interdependencia), e institucionalizaron esta cooperación.

Después de la IGM surgió la “sociedad de naciones” para evitar otra guerra entre otras cosas.  Así paso a ser la ONU después de la IIGM.

A pesar de la existencia de la ONU, la sociedad internacional sigue siendo una organización básicamente descentralizada y solamente parcialmente organizada (porque no todas las organizaciones internacionales han sido absorbidas por la sociedad de naciones ONU y además no tiene poderes sobre todas las materias.

1.3 La expansión diversificación material del derecho internacional (DI) y el riego de su fragmentación.

El derecho internacional cada vez ha ido regulando más materias y cada vez se preocupa por ámbitos materiales más amplios. Por lo tanto el ámbito material del derecho internacional se ha ido expandiendo, Ahora regula materias que antes no regulaba (derechos humanos, medio ambiente…) y esto significa que el estado ya no tienes la exclusividad en esas materias.

Se han creado sectores (sector de la mar) y cada sector esta regulado por normas especificas de cada uno. Esos regimenes han creado instituciones  jurídicas especificas (se han establecido mecanismos propios de supervisión e incluso se han establecido también reglas sobre la responsabilidad internacional en caso de infracción).

El problema se plantea en que se fragmenta el derecho internacional, y que se pierde su unidad y coherencia (de tal manera que las normas de cada sector vayan independientemente). Esta fragmentación se puede producir porque no existen órganos centrales que garanticen la unidad del derecho internacional.

El derecho internacional es un derecho de coordinación, pero sin órganos centrales que garantices la homogeneidad de esos sectores. 

Existen ciertos principios al servicio de la unidad del sistema (del derecho internacional), son como reglas de prevalecía:

1. Existen jerarquías normativas: aunque entre las fuentes del derecho internacional no existe jerarquía, es cierto que las normas imperativas (ius cogens) prevalecen siempre (así que ningún sector del DI puede ser contradictorio a ellas).

2. La carta de las UN establece las obligaciones derivadas de ella. Las obligaciones derivadas de ella prevalecen frente a cualesquiera otras  de sus estados miembros.

3. La convención de Viena sobre derecho de los tratados (1969) establece reglas sobre conflictos de concurrencia entre varios tratados.

Aun así encontramos una serie de dificultades: 

1. No se resuelve el caso de cuando hay un conflicto entre dos normas imperativas.

2. Las normas imperativas deben prevalecer sobre la carta de UN, pero se producen problemas: Los regimenes internacionales sectoriales no son autosuficientes y no son independientes entre si (como dice la convención de Viena que regula los tratados : “Los tratados han de interpretarse y aplicarse a la luz del derecho internacional vigente en ese momento y por tanto no pueden ser contrarias a él(Principio de integración sistemática))

3. Han proliferado los tribunales internacionales sobre cualquier ámbito, como consecuencia de de la expansión del derecho internacional material. El tribunal mas importantes es el de la Haya (Corte internacional de las UN). Tiene competencia general para resolver controversias entre estados.

Pero junto a este tribunal han surgido otros muchos tribunales especializados (algunos universales: Derecho del mar) (otros regionales: Estrasburgo) (nacionales y particulares) para  resolver controversias sobre cosas concretas. Aquí encontramos la desventaja de que pueden suponer un peligro para la unidad y coherencia del derecho internacional porque no hay ninguna jerarquía formal entre ellos y además cabe la posibilidad tomen decisiones contradictorias.

TEMA 2: Consideraciones generales sobre la subjetividad internacional:

A principios de siglo aún se podía afirmar que el DI era un derecho entre Estados única y exclusivamente. La sociedad internacional se ha abierto a otros sujetos que no son necesariamente idénticos en cuanto a su naturaleza y estatuto.

Subjetividad internacional: sirve para ver que sujetos son los sujetos del derecho internacional. Es un procedimiento de atribución de derechos y obligaciones dentro del ordenamiento jurídico internacional. Así entendemos que son sujetos del derecho internacional aquellos que tienen derechos y obligaciones.

Entre los nuevos sujetos se encuentran

· Las Organizaciones internacionales o interestatales, cuyo florecimiento y consolidación son característicos de la sociedad internacional contemporánea. Aun así la Organización internacional,  no puede ser apreciada como un súper estado. Existen Organizaciones regionales, como la CE, en que se producen transferencias de competencias soberanas de los Estados miembros a la Organización; pero el impacto estructural de estos procesos de integración, lentos y, a veces, contradictorios, es limitado. 

· Pueblos con derecho a la libre determinación, estos no son sujetos estatales y al igual que las organizaciones internacionales son diferentes a los estados tanto en su naturaleza como en su estatuto jurídico.

· El ser humano, en el extremo de la individualidad, y la humanidad. La humanización del DI no exige, sin embargo, recurrir a la atribución de personalidad internacional a los seres humanos y a la humanidad para la satisfacción de tales misiones y objetivos. 

TEMA 3: El Estado soberano: 
El estado es el sujeto por excelencia del derecho internacional, pero esto no significa que su poder sea absoluto e ilimitado. El poder del estado tiene ciertos límites jurídicos y políticos en las relaciones internacionales. (Un ejemplo de límite jurídico es que el estado no puede violar las normas imperativas)

La soberanía estatal implica la independencia del estado y la igualdad jurídica entre ellos (Art2.1 carta de UN, declaración de principios de derecho internacional, resolución 2625 de la asamblea general de las UN XXV, aprobado en 1970) El principio de igualdad jurídica entre los estados es un principio fundamental del derecho internacional y una norma imperativa.

La igualdad jurídica entre los estados es de carácter formal pero hay que reconocer la desigualdad real del poder de los estados. Hay muchas organizaciones internacionales en las que si se tiene en cuenta la desigualdad de los estados (Ejemplos: el consejo de seguridad de las naciones unidad con los miembros permanentes o el fondo monetario internacional donde existe el voto ponderado)

A veces se utiliza la desigualdad compensativa para los países subdesarrollados. Un ejemplo de esto es otorgar un trato comercial privilegiado a los estados subdesarrollados y que los países desarrollados hagan la renuncia a la reprocidad de venta, por lo tanto esto es un trato desigual pero compensatorio. (No vulnera el principio de igualdad jurídica).

La igualdad jurídica entre los estados implica que no hay ninguna autoridad política superior a ellos y también implica la prohibición de intervenir en los asuntos internos de otros estados (Principio no intervención) El principio de no intervención es un principio fundamental del derecho internacional y esta recogido en el articulo 2.7 de la carta de las UN y en la resolución 2625. 

Por lo tanto la soberanía del estado y la no intervención en asuntos de otros estados son las dos caras de una misma moneda.

Los estados son los únicos sujetos primarios y plenos del derecho internacional. Primarios poque son los que surgen al principio y además son los únicos que cumplen todos los requisitos de la subjetividad internacional.

Son creadores y destinatarios de las normas jurídicas internacionales y tienen legitimidad activa y pasiva en caso de incumplimiento de obligaciones, es decir que pueden ser demandantes y demandados. Solo los estados son titulares plenos de derechos y obligaciones reconocidas por el derecho internacional.

A diferencia de los estados, las organizaciones internacionales son sujetos derivados y funcionales del derecho internacional, esto es porque no surgen de por si, sino que nacen de acuerdos entre estados y tienen las competencias limitadas por los estados que las crean. 

SUS ELEMENETOS

El nacimiento de un Estado es una cuestión de hecho que ha de tratarse en función de los principios del DI que determinan los elementos constitutivos del Estado, que son:

A- El territorio: El territorio es el espacio físico (terrestre, marino y aéreo) sobre el que se proyecta la soberanía o jurisdicción del Estado y en el que se ostenta el derecho exclusivo a ejercer sus funciones. El territorio es un elemento característico del Estado.

Las Organizaciones internacionales poseen única y          exclusivamente locales situados en el territorio de un Estado con el que han concertado su sede, o cuentan, en el mejor de los casos, con un territorio funcional sobre el cual ejercen sus competencias. 

La dimensión del territorio es indiferente para que el DI atribuya la condición de Estado. Lo esencial radica en la existencia de un territorio cierto y básicamente estable, aunque sea reducido, pero contar con un territorio definido no comporta inexcusablemente un territorio reconocido, delimitado y, menos aún, demarcado. 

B- La población: No hay Estado sin población, pero el número o la densidad son indiferentes. Esta población está compuesta esencialmente por nacionales del Estado.

La nacionalidad constituye un vínculo jurídico de los individuos con un Estado. Su adquisición y pérdida son como puso de relieve la Corte de la Haya cuestiones de la competencia exclusiva del Estado que hoy se encuentran condicionadas, aunque levemente, por la normativa sobre derechos humanos. 

La población puede ser homogénea o heterogénea en función de múltiples rasgos que acompañan a los individuos que la componen. 

El Estado ejerce competencias en su territorio sobre todos los individuos, nacionales y extranjeros, con algunas limitaciones, en este último caso, derivadas del régimen de extranjería y de la protección diplomática. Las competencias que el Estado ejerce sobre sus nacionales transcienden las fronteras del Estado para manifestarse fuera, bien en el territorio de otro Estado, bien en espacios internacionales (alta mar) o tratados como       tales (Antártida).

C- Gobierno u organización política: Por Gobierno ha de entenderse la existencia de una organización política capaz de establecer y mantener el orden interno y apto para participar en las relaciones internacionales de forma independiente. Esto constituye una presunción a favor de la existencia del Estado. 

Las características del Gobierno son una cuestión interna (principio
de autoorganización). Lo esencial es que el sistema permita la realización de las actividades propias del Estado y, entre ellas, su participación en la sociedad internacional. 

Atendiendo al Gobierno es posible establecer una clasificación, siendo muy útil la distinción entre Estados unitarios y aquellos que cuentan con una estructura compleja (federal, autonómica, regional). Ahora bien, de cara a la sociedad internacional, el sujeto es el Estado.

DINAMICA DEL ESTADO:

Los Estados no permanecen inalterables a lo largo del tiempo. En este sentido ha de considerarse que un Estado puede experimentar una transformación. El principio básico es el de continuidad en la identidad del estado. Este es un principio cuya intensidad depende de los cambios en los elementos del estado:

· En su territorio, bien porque disminuya al perder su soberanía sobre una porción del mismo, bien porque se acreciente gracias a la incorporación de espacios que antes escapaban a su control. 

· En su población, como consecuencia de guerras, migraciones y tasas de natalidad. 

· En su Gobierno o forma de organización política, porque se cambie de estructura, de régimen político o de gobernantes por cauces no constitucionales. 

· Por cambiar de nombre. El nombre de un Estado puede ser un índice revelador de sus reivindicaciones, de su forma de organización política o de su integración territorial. 

Sólo mediando una pérdida absoluta e irremediable de uno de sus elementos constitutivos, el Estado desaparece. De no ser así, el Estado continúa con un territorio y una población acrecidos o menguados y/o bajo un Gobierno y/o un nombre diferentes. 

La práctica confirma que los Estados terminan sólo a condición de que nazcan otros. En este sentido, todos los supuestos de extinción de Estados van unidos al nacimiento de Estados nuevos, excepcionalmente resurrectos. Es, en cambio, posible que un nuevo Estado se desprenda de otro que no por eso termina. Las vías de nacimiento o extinción de Estados son: 

· La unificación, por la cual dos o más Estados se fusionan. 

· La absorción de un Estado por otro. 

· La disolución o desmembramiento de un Estado existente para formar dos o más. 

· Separación pacífica o secesión violenta de una parte del territorio estatal con este fin.

La calificación de un caso concreto dentro de una de las categorías mencionadas no será pacífica cuando no lo haya sido el proceso que ha conducido a él.

El acuerdo de los interesados es esencial para hacer frente con eficacia a estas situaciones; en su defecto, el reconocimiento de los terceros, Estados y Organizaciones internacionales, inclinará la razón práctica de un lado o de otro, atendiendo no sólo a consideraciones objetivas, sino también de interés y oportunidad política. 

EL RECONOCIMIENTO DE LOS ESTADOS: EXAMEN

El reconocimiento de estados es una institución clásica del derecho internacional. Tradicionalmente existen dos tesis sobre el valor jurídico del reconocimiento de estados:

1. Tesis constitutiva: según esta el reconocimiento es un acto constitutivo de estado. Por tanto un estado no existe hasta que la sociedad internacional lo reconozca. El reconocimiento se conformo así como un acto jurídico y obligatorio.

2. Tesis declarativa: es la que se ha impuesto en la actualidad. Según esta teoría el reconocimiento es un acto declarativo, es decir que el reconocimiento solo tiene efectos declarativos y no afecta a la existencia del estado. Por tanto, según esta teoría un estado existiría con independencia de que otro estado lo reconozca. El reconocimiento se confirma como un acto político y discrecional.

El reconocimiento puede hacerse de forma solemne, pero en ocasiones por la dinámica de las relaciones internacionales no se hace de  forma formal, sino que cabe el reconocimiento en algunas actas del estado.

Casos o ejemplos donde se da o no el reconocimiento implícito:

1. El establecimiento de relaciones solo consulares no supone el reconocimiento implícito del estado.

2.  La participación simultánea de dos estados en una misma organización internacional no supone el reconocimiento implícito entre dos estados.

3. Si un estado voto a favor de que otro estado entre en una organización internacional si supone el reconocimiento implícito del estado.

4. Un acuerdo bilateral firmado entre dos estados si supone el reconocimiento implícito entre esos dos estados.

Muchas veces la figura o institución del reconocimiento se puede utilizar para potenciar o retardar la personalidad internacional de un estado.

También existe la tendencia a que determinadas normas de derecho internacional incidan sobre el reconocimiento de estados, y por tanto este reconocimiento no depende solo de la voluntad o de la discrecionalidad de los estados. El reconocimiento a su vez tiene ciertos efectos jurídicos.

Otra institución es el reconocimiento de gobiernos: esta se hace de gobierno a gobierno. Es un acto político y discrecional producido por afinidad ideológica. En la práctica se da en tres supuestos: 

1. Reconocimiento de gobiernos en el exilio (en la guerra civil española el gobierno republicano se exilia Méjico y lo reconoce como gobierno legitimo en España)

2. Reconocimiento de gobiernos locales

3. Reconocimiento de gobiernos que han surgido en violación de la legalidad constitucional de un estado (golpe de estado)

LA SUCESION DE ESTADOS:

Concepto: La sucesión de los Estados es un cambio del titular en la soberanía territorial. La sucesión de Estados es y seguirá siendo un fenómeno siempre presente en las relaciones internacionales por la movilidad histórica de la soberanía territorial. La voluntad de los interesados será determinante. 

La CDI ha tratado de dar y precisar en convenios multilaterales de codificación y desarrollo progresivo con normas generales de origen consuetudinario que sirvan de criterio para la negociación o para la decisión del tercero llamado a  pronunciarse. Así se concluyeron: 

-Convenio de Viena de 23 de agosto de 1978, sobre sucesión de Estados en materia de tratados.

-Convenio de Viena de 8 de abril de 1983, sobre sucesión de Estados en materia de bienes, archivos y deudas de Estado. 

Estos Convenios parten de una acepción amplia de la sucesión de Estados al considerar como tal la sustitución de un Estado por otro en la responsabilidad de las relaciones internacionales de un territorio. Su regulación no es uniforme, estableciéndose una distinción entre:

-La sucesión descolonizadora (que ofrece al sucesor un cielo protector basado en el principio de la desigualdad compensadora) 

-La sucesión de unificación de Estados.

-La sucesión de disolución de Estados. 

-Parte de un estado pasa a formar parte de otro.

Ambos Convenios han tratado de facilitar su aplicación a casos concretos de sucesión, con independencia de su entrada en vigor y ahorrando a los interesados la exigencia de devenir contratantes, mediante el depósito de declaraciones coincidentes de Estados implicados en una relación sucesoria. 

Sucesión en materia de tratados:

Cuando un Estado sucede a otro lo que ocurre con los tratados aplicados en el territorio que cambia de soberanía oscila entre la terminación (“tabula rasa”) y la continuidad (sucesión universal y automática). 

A- Sucesión de una parte del territorio para pasar a formar parte de otro estado: (Ej.: Alsacia y Lorena)

En estos casos se aplica el principio de movilidad territorial es decir pasan a aplicarse los tratados del nuevo estado

B- Nuevo Estado nacido de la descolonización:

El Convenio ofrece al sucesor la ventaja del principio de la tabla rasa, consecuencia natural del principio de libre determinación de los pueblos tal y como ha sido aplicado a los pueblos coloniales, pudiendo, por tanto, imponer la terminación de los tratados suscritos por el predecesor.  

El nuevo Estado producto de la descolonización procede a dar por terminados o a solicitar la renegociación de los tratados que no son acordes con sus intereses y a notificar la sucesión, caso de los multilaterales generales, o a solicitar de las otras partes el consentimiento a su participación, cuando sí lo son. 

C- Sucesión tradicional (no descolonizadora).

El principio general recogido por el Convenio de 1978 es el de la continuidad automática inmediata de los tratados en vigor dentro de los límites territoriales en que se venían aplicando. Este principio sólo cede cuando se desprende del tratado o consta de otro modo que su aplicación respecto del Estado sucesor sería incompatible con el objeto y fin del tratado o cambiaría radicalmente las condiciones de su ejecución. 

Esta regulación no advierte la importancia de la voluntad de las otras partes en tratados bilaterales y multilaterales cerrados, sin la cual es impensable la sucesión en los derechos y obligaciones del causahabiente, dado que no es irrelevante para los demás quien sea el obligado. 

En caso de producirse una controversia, cualquiera de los estados partes, pueden acudir a un proceso de consulta y negociación. Si pasan seis meses sin solución al procedimiento de conciliación y por ultimo a una solución arbitral o judicial.

Sucesión en materia de bienes, archivos y deudas estatales. 

La afirmación de una norma de DI general imponiendo un pacto a los interesados, con vistas a llegar a un reparto equitativo de bienes, archivos y deudas del Estado, cuenta con muchos partidarios y ha sido enfáticamente proclamada por la Comisión Badinter. 

A falta de acuerdo, y como criterio que pueda inspirar la negociación, el Convenio de 1983 propone una regulación que cabe resumir en los siguientes puntos: 

· El traspaso es global (bienes, archivos y deudas), salvo en el caso de Estados surgidos de la descolonización en que se circunscribe a bienes y archivos, no traspasándose las deudas de no mediar acuerdo. En los demás casos las diferencias en la regulación vienen motivadas por la previsión de soluciones a problemas particulares de los distintos supuestos de nacimiento y extinción de Estados. 

· El traspaso de bienes, archivos y deudas retrotrae sus efectos a la fecha de la sucesión, previéndose se haga respecto de bienes y archivos, salvo acuerdo en contrario, sin compensación. 

El acuerdo de los Estados implicados directamente en la sucesión no obliga a terceros Estados interesados en la misma. En relación con los bienes, la Comisión Badinter ha apuntado la posibilidad de que los terceros Estados adopten medidas provisionales de protección si las estiman necesarias para salvaguardar los intereses de los Estados sucesores conforme a los principios aplicables a la sucesión. 

Más concretamente vemos que:

A-Bienes: Se aplica el principio sucesión y no existe compensación SAC.


- Parte del territorio: Acuerdo entre estados


-Descolonización: Reglas del tratado de 1983 (por inferioridad de la ex-colonia)


-Unificación, disolución o separación: Se aplica el principio de sucesión de forma equitativa.

B- Archivos: Principio de sucesión equitativa sin compensación

C-Deudas (se refiere a deudas con lo internacional) Pasan por acuerdos pero jamás a las ex-colonias SAC.

Sucesión en la calidad de miembro de una Organización Interestatal:

Este es un supuesto de sucesión en materia de tratados, pero con rasgos particulares dada la existencia de normas propias de las Organizaciones destinadas a regular la adquisición de la condición de miembro. 

Criterios: 

· Que, por regla general, es conforme a los principios suponer que el Estado que es miembro de las Naciones Unidas no deja de serlo por el simple hecho de modificación de su constitución o de sus fronteras, y considerar que los derechos y obligaciones que ese Estado posee como miembro de las Naciones Unidas no terminan sino con su extinción como persona jurídica reconocida como tal en el orden internacional. 

· Que cuando se crea un nuevo Estado cualesquiera que sean su territorio y población, haya formado parte o no, anteriormente de un Estado miembro de las Naciones Unidas, ese nuevo Estado no puede, en virtud del sistema previsto en la Carta, reclamar el estatuto de miembro de la Organización, a no ser que sea admitido oficialmente como tal con arreglo a las disposiciones de la Carta. 

· Que, por lo demás, cada caso debe ser juzgado con arreglo a sus propias circunstancias. 

La solución parece estar en determinar la continuidad de la personalidad internacional del Estado miembro involucrado en una sucesión. Esa continuidad es sencilla en ciertos casos, pero problemática en los casos en los que su calificación (disolución o desmembramiento y secesión) es controvertida y las partes interesadas no se ponen de acuerdo sobre cual de ellas, si una o más lo pretenden, es continuadora del Estado miembro de la Organización. Está claro que los Estados han de acudir a las reglas de admisión de la Organización para adquirir esta condición, pero no ha de hacerlo el Estado que continúa la identidad del que ya es miembro. 

Sucesión respecto a La nacionalidad de la población: En relación con la nacionalidad, cuando  el nuevo Estado es de reciente independencia, la práctica no es uniforme, viéndose: 

· En unos casos condicionados por las normas que dicte el Estado metropolitano, caso de las colonias británicas. 

· Resuelta en otros casos por el acuerdo de sucesión. 

· Dejada, como ha acontecido en la mayoría de supuestos, al derecho interno del nuevo Estado. 

· Supuestos de sucesión originados al margen del proceso descolonizador la solución vendrá dada, normalmente, por el derecho interno del Estado sucesor. Si éste afirma la continuidad de la identidad del Estado asumirá el principio de conservación de la nacionalidad por quienes ya la poseían y no adquieran la nacionalidad de otros Estados. 

· En los supuestos de unificación y absorción la nacionalidad del Estado se extiende sin problemas a quienes eran nacionales de los Estados fusionados o absorbidos. 

Cabe suponer que los nuevos Estados utilizarán criterios de nacionalidad que permitan atraer a los nacionales del Estado predecesor vinculados con el territorio del nuevo Estado. En este sentido, el domicilio o residencia habitual son particularmente apropiados. 

TEMA 4: Soberanía e igualdad soberana de los Estados

Competencias atribuidas al estado por el DI

La soberanía solamente se predica de los estados, es decir, que los estados son el único sujeto de DI con soberanía. La soberanía, así, es el conjunto de competencias atribuidas al estado por el derecho internacional público, y ejercitables en un plano de independencia e igualdad con respecto a los otros estados.

La soberanía tiene carácter funcional, es decir, otorgado al estado para que cumpla unas determinadas funciones. Estas funciones consisten en velar por los intereses generales de una comunidad humana asentada sobre un territorio.

La soberanía tiene dos dimensiones:

1. Territorial: la ejerce el estado sobre su propio territorio. Es la más importante.

2. Extraterritorial: la puede ejercer el estado con muchas limitaciones (no chocar con otros estados) y en casos muy concretos. Se trata de ejercer soberanía fuera de su territorio y para ello tiene que tener un nexo con su estado (titulo habilitador). 

La soberanía territorial es como ya hemos dicho la más importante. Cada estado es soberano. En su territorio la soberanía estatal es plena e inviolable. Esto quiere decir que las competencias que abarca son en todas las materia y permanecen indeterminadas.

Se dice que tiene competencias exclusivas porque el estado monopoliza en principio todos los poderes. Y aunque el estado puede ceder los poderes, ceder ejercicio de las competencias, se lo remiten automáticamente cuando la cesión terminó, y esto termina cuando el estado quiere o consideró oportuno. Ejemplo: Mónaco ha cedido las competencias de sus relaciones internacionales a Francia.

Se dice que la soberanía es inviolable porque en principio los demás estados no pueden intervenir en la soberanía territorial de otro estado (aunque puede haber excepciones). 

La soberanía del estado no es absoluta ya que encuentra ciertos límites en derecho internacional. En general la soberanía del estado de respetar las normas imperativas de derecho internacional (no puede por ejemplo el estado realizar un asesinato en masa, homicidio). 

Otro deber que el estado tiene, no sólo el derecho, sino el deber de desarrollar efectivamente (de forma efectiva) las funciones mínimas del estado en ese territorio. También tiene el deber de proteger en su territorio los derechos de los estados extranjeros (ejemplo: respetar inmunidades que los estados extranjeros tengan en ese territorio). 

La soberanía territorial supone que los otros Estados tienen la obligación de abstenerse de todo ejercicio de su poder en ese territorio. (Ejemplo: Portugal no puede ejercer su poder territorio español) a esto se denomina el aspecto negativo de la soberanía. Y es en esto donde se basa el principio de no intervención en los asuntos domésticos de otros Estados. 

El ejercicio del poder real del estado es flexible (ejemplo: en el desierto no puede haber policía) y a esto se le llama el aspecto positivo de la soberanía. Se presume que el estado dispondrá de todas las medidas necesarias para el ejercicio de su poder y sus funciones dentro su territorio y para ejercer su soberanía y funciones también internacionales. 

El estado no es internacionalmente responsable de todos los actos ilícitos que se cometen en su territorio; pero el Estados si sería internacionalmente responsable si, a pesar de tener poder y control efectivo no previera y sancionara esos actos ilícitos. 

Esto implica la igualdad soberana en los Estados. Esto implica dos cosas:

1. La integridad territorial y la independencia política de los Estados como inviolables. 

2. Cada estado tiene el derecho a elegir y aplicar libremente su sistema político, económico, social y cultural-principio de la no  intervención. 

Competencias de los Estados: cada estado ejerce sus propias competencias sobre su territorio. Estas competencias pueden ser

1. Regladas. Aquellas que tienen límites del derecho internacional. 

2. Discrecionales o exclusivas: las ejerce el estado sin límites de derecho internacional. 

Sin embargo actualmente el derecho internacional ha expandido sus ámbitos materiales disminuyendo las competencias discrecionales de los Estados. 

4.2. El principio de la intervención. 

El principio de no intervención significa no intervenir en los asuntos de jurisdicción doméstica de otros Estados, porque si se interviniera se vulneraría la soberanía a los Estados. Por tanto el principio de no intervención surge como consecuencia lógica de la igualdad soberana de los Estados. El principio de no  intervención y la igualdad soberana de los Estados son por tanto el reverso y el adverso de la misma moneda. 

El principio de no  intervención está reconocido como el principio fundamental del derecho internacional; y también está reconocido como una norma imperativa de derecho internacional general. Este principio surgió de la costumbre general, aunque ha sido conocido desde hace siglos. En la carta a las naciones unidas se recoge este principio en el artículo 2,7. 

El principio de no intervención además está reconocido en múltiples tratados internacionales. El artículo 2,7 de la carta de naciones unidas dice que ni siquiera las naciones unidas pueden intervenir en los asuntos internos de un estado. 

En 1965 la asamblea general de las naciones unidas afirmaba la declaración sobre la inadmisibilidad de la intervención en los asuntos internos de los Estados y la protección de su independencia y soberanía. Esta declaración es el anexo de la resolución 2131. 

Esta declaración no es vinculante. Pero es la primera vez en la historia de la ONU en la que se le lograba la formulación general y sistemática del principio de intervención. Además fue aprobado en asamblea general de las naciones unidas, donde cada estado tiene un voto (todos los Estados votaron a favor menos Reino Unido). 

En 1970 en la resolución 2625 La asamblea general de las naciones unidas vuelve a referirse a este principio de no intervención, y lo recoge como uno de los principios fundamentales del derecho internacional. 

Caracterización y alcance del principio de no intervención: el principio de no  intervención es una norma jurídica consuetudinaria general, y así está reconocido por la jurisprudencia internacional (principio de no intervención-principio de no injerencia).

De acuerdo con la resolución 2625 son violaciones de derecho internacional los actos de Estados o grupos de Estados (por sí o indirectamente) que pretendan atentar contra la personalidad internacional o los elementos políticos, económicos o culturales del estado, o para coaccionar con el fin de que subordine el ejercicio de sus derechos soberanos (con independencia de los medios empleados o sea cuales sean los motivos). 

La intervención prohibida debe recaer sobre materias que en principio según la soberanía del estado deberían ser de libre elección para el estado. Y esto sucede con: la elección de sistema político, económico, social y cultural; y la formulación de su política exterior. Si un estado intenta ingerir en alguna de estas materias de otro estado, será una intervención prohibida. 

La intervención es ilícita cuando utiliza medios de coerción. Los límites del principio de no intervención: el alcance es prácticamente absoluto pero tiene un límite, y este es que cuando el consejo de seguridad de naciones unidas tipifica una situación concreta como amenaza, quiebra miento o acto de agresión a la paz pueda adoptar medidas coercitivas contra un estado en virtud del capítulo séptimo de la carta de las naciones unidas. 

El consejo de seguridad de las naciones unidas puede considerar que una situación concreta constituye una amenaza a la paz, quebramiento de paz o acto de agresión. Si constatan que esto ocurre puede tomar una serie de medidas. En virtud del artículo 40 pueden tomar medidas provisionales, en virtud del artículo 41 pueden tomar medidas coercitivas. Y todos los estados deben cumplir las medidas adoptadas por el consejo de seguridad de las naciones unidas. 

Otro límite al principio de no intervención: los pueblos coloniales consideraban que las relaciones con sus colonias eran internas y que las naciones unidas por tanto no podían intervenir. La ONU hace unas resoluciones en las cuales se establecía que cada una de las colonias tenia un estatuto jurídico institucional distinto al de los pueblos coloniales, por tanto sus relaciones sería internacionales y las naciones unidas podría intervenir y la intervención sería considerada lícita. 

Pero en realidad los Estados intentan influir en otros Estados, y esto está permitido por el derecho internacional. La dificultad se encuentra en donde trazan la frontera entre una influencia permitida por el derecho internacional y una intervención prohibida. Aquí una actuación de un estado deja de ser una influencia permitida y pasa a ser una intervención prohibida cuando está hecha con el ánimo o intención de coacción al otro estado. Pero el ánimo coaccionador es muy difícil de probar (ya que es subjetivo). Es muy difícil probar que un estado tiene animo coaccionador. La dificultad es cómo demostrar esto. 

4,3 y 4,4. La desigualdad real de los Estados y su incidencia sobre la igualdad soberana. El reflejo de dominación de las grandes potencias. 

La soberanía de los Estados implica la igualdad soberana de los Estados. Pero la igualdad soberana no significa la total equiparación y reciprocidad de los derechos y obligaciones internacionales; es decir, que no significa la igualdad absoluta sino que supone la libertad para consentir ser tratados de forma desigual en algunas ocasiones. 

Evidentemente los Estados no tienen igualdad de poder real. Estas desigualdades se traducen en ocasiones en organizaciones internacionales o en tratados internacionales, en los que a veces se da más poder a unos estados que a otros. Un ejemplo es el consejo de seguridad de las naciones unidas con los miembros permanentes, a los cuales se les dio mas poder porque ganaron la segunda guerra mundial; pero al estado que ingresó en el consejo de seguridad de las naciones unidas se le da constancia de esto y lo acepta.

Los Estados (sobre todo las grandes potencias) con las zonas de influencia intentan imponer sus sistemas políticos, económicos y culturales e incluso sus relaciones internacionales a los países que se encuentran en esa zona de influencia; hasta llegando al punto de crear organizaciones internacionales para desarrollar su zona de influencia.

Zona de influencia es un concepto principalmente político pero que puede servirse de técnicas jurídicas. Las zonas de influencia están prohibidas por el derecho internacional e incluso una resolución de la asamblea general de naciones unidas las prohibió expresamente. Pero lo cierto es que existen y son consustanciales a las desigualdades de poder entre los Estados. Una esfera de influencia supone la extensión de los intereses de una gran potencia más allá de su territorio. 

La gran potencia actúa como estado hegemónico. Los otros Estados suponen la expansión al máximo de los intereses vitales de la gran potencia. El estado hegemónico predica la integridad territorial y la no intervención externa en su esfera intervención para mantener esa zona de influencia. Y además exige que los gobiernos de sus estados satélites sean leales al estado hegemónico. El estado hegemónico para conseguirlo apoya a los partidos políticos afines en los Estados satélites. 

En este tipo de influencia es dudosa que vulnere el derecho internacional ya que hasta aquí puede ser lícita. El problema se produce si las fuerzas del estado satélite no leales al estado hegemónico consiguieron el poder en el estado satélite (de manera democrática o no) y pretenden separarse de la línea política marcada por el estado hegemónico. Entonces es cuando el estado hegemónico emprende una política de intervención o injerencias de intensidad variable para conseguir cambiar de nuevo la situación. 

¿Cómo lo hace? (intensidad variable). Primero presenta asistencia a las fuerzas internas leales del estado satélite. Luego establece un aislamiento diplomático, un embargo económico... y además de establecer esto intenta que sigan estas medidas los Estados aliados todo esto no funciona puede llegar a realizar intervenciones armadas indirectas (mediante por ejemplo la financiación a grupos armados locales del estado satélite) además de la utilización sectorial de reconocimiento de gobiernos. 

Si aún así no funciona, el estado hegemónico puede llegar a una intervención armada directa. ¿Pero dónde empieza a ser una intervención ilegal? Cuando empiezan a intentar derrocar al gobierno que no les es afín al estado hegemónico. 

Como todas las acciones que acabamos de ver suponen una intervención ilícita de derecho internacional y las grandes potencias lo saben; las grandes potencias intentan enmascarar o encubrir estas acciones con técnicas jurídicas concretas:

1. Establecen una organización regional que permita al estado hegemónico encubrir o emboscar su dominación. Porque así se otorga a la intervención unilateral de un estado hegemónico una cobertura plural. De esta manera el estado hegemónico consigue que su intervención quede cubierta por la cobertura plural para que de tal forma sus intervenciones no parezcan una decisión unilateral, sino que parezcan colectivas.

De tal manera que el estado que no esté de acuerdo con una determinada política adoptada por esta organización regional tendrá que enfrentarse a la voluntad jurídica de todos esos estados. 

2. La afirmación de una ortodoxia ideológica común a todos los Estados situados dentro de esa esfera de influencia; y que el estado hegemónico sea el encargado de garantizar la.

Este argumento no vale por sí solo para atacar la soberanía del estado, pero sí que sirve como argumento adicional para justificar intervenciones unilaterales del estado hegemónico.

3. La coartada de toda intervención en la presunta existencia previa de otra intervención de otro estado ajeno a la esfera de influencia. 

4. Alegar la existencia de un derecho internacional particular aplicable a los Estados de esa esfera de influencia (Unión soviética - existencia de un derecho internacional socialista).

Tema 5: Principio de libre determinación de los pueblos


Los pueblos son titulares de derechos. El Ppio. de libre determinación ha conducido a la universalización de la sociedad internacional, acortando el proceso jurídico de descolonización.


Los sujetos de derecho internacional, son aquellos que crean y a los que se aplican las normas, y desde este punto de vista, los pueblos no son sujetos de derecho internacional, ya que son los estados y las organizaciones internacionales los encargados de esta tarea. Los estados ejercen los derechos, y los pueblos están determinados por los estados, aunque también puede suceder que ningún pueblo este representado por un estado, por lo que el sujeto sería la organización de liberación que representa a ese pueblo.

· La libre determinación de los pueblos coloniales

En el derecho internacional clásico (hasta 1945) no se hablaba de la libre determinación. El pacto de la Sociedad de Naciones establecía un régimen para las colonias de los estados vencidos en la 1ª G.M., por lo que pasaron a ser administrados por las potencias vencedoras. Tras la 2ª G.M., en la Carta de la ONU se llego a un compromiso entre EEUU y la URSS y por otro lado entre Francia, RU y Holanda, estableciendo dos clases de regímenes jurídicos distintos:

1) Territorios no autónomos: Se encuentra en el Capítulo XI. Es un régimen jurídico aplicable a las colonias de los países vencedores en la 2ª G.M.

2) Régimen de administración fiduciaria: Se encuentra en los Capítulos XII y XIII. Era aplicable a los territorios sometidos, segregados de los estados enemigos y a aquellos otros que sometieran sus potencias coloniales.
· Diferencias entre ambos:
1ª.- Los territorios no autónomos seguían gobernados por sus metrópolis en virtud de títulos jurídicos, mientras que los otros se encomiendan a los estados administradores mediante tratados internacionales.

2ª.- En los no autónomos, la metrópoli ejercía el poder legislativo, mientras que en los fideicomisos este poder derivaba de los acuerdos internacionales.

3ª.- La única obligación de las metrópolis con los territorios no autónomos era transmitir información técnica y estadística al secretario Gral. de la ONU, mientras que en los fideicomisos se crea el Consejo de Administración Fiduciaria, con funciones de supervisión y control. 


Pronto la práctica desbordo el compromiso de la Carta de la ONU, y produjo la liquidación casi total de las colonias. Así, la ONU creó comisiones especificas ad hoc para los territorios no autónomos, como el Comité de Descolonización (o de los 24), en 1961, con la función de examinar la aplicación de la resolución 1514.


El Comité de los 24 era subsidiario de la Asamblea Gral., pero ha funcionado como una instancia reivindicatoria de descolonización. En la Carta ya había referencias al Ppio. de libre determinación, pero las primeras interpretaciones la consideraban como un postulado político y tras el proceso de descolonización, se acepta como una norma imperativa de derecho internacional. En 1960, la Asamblea Gral. de la ONU, aprobó la resolución 1514, que contiene la concesión de independencia a los países y pueblos coloniales (“Carta magna de la descolonización”). También se recogió en la resolución 2625.

· Diferencias:

1ª.- El 1514 configura el Ppio. a la libre determinación como un derecho de los pueblos, y el 2625 añade que es un deber de los estados.

2ª.- El 1514 aplica la libre determinación a los pueblos coloniales, el 2625 lo amplia a los pueblos de cualquier estado, sin derecho ilimitado a la individualidad y secesión.

3ª.- El 2625 establece que los estados dotados de un gobierno con representación de todos los territorios sin discriminación serán beneficiarios de la cláusula de salvaguardia.

En los planos social, económico y cultural, el Ppio de libre determinación se concreta en la libertad para elegir su régimen jurídico, social y económico. En el plano político se puede ejercer de diversas maneras;

1.- Independencia: Es una forma privilegiada de ejercicio de la libre determinación. No se suele necesitar consulta o referéndum, solo hay que tener cuidado si la declaración la realiza un grupo minoritario o si existen reivindicaciones de estados vecinos.

2.- Asociación: Requiere consulta popular democrática. El territorio que se asocia tiene derecho a determinar su constitución interna y a que se respete su individualidad. Es una condición reversible.

3.- Integración: Exige consulta popular con plena información. Debe basarse en el Ppio de igualdad y no discriminación en materia de derechos políticos y libertades, así como garantizarse la participación de la población colonial en los órganos del estado en el que se integra.

La resolución 2625 recoge estas 3 formas, y añade cualquier otra elegida libremente por el pueblo, además, señala que el estatuto jurídico de la colonia es distinto y separado del de la metrópoli; y persiste hasta que el pueblo colonial se autodetermine, desarrollando un avance jurídico. De esta manera, las decisiones han de ser respetadas también por otros estados.

Subjetividad de los movimientos de liberación nacional como representantes del pueblo colonial.

En la ONU tienen condición de observadores, siendo invitados a participar en sus actividades. Estos movimientos pueden participar en organizaciones regionales, mantienen representantes de rango diplomático en algunos estados, y tienen cierto grado de subjetividad del derecho internacional, aunque no son sujetos plenos.

Pueblos nacionales e indígenas

Los pueblos étnicos o nacionales no tienen derecho a la secesión, los estados defienden su integridad territorial. El derecho internacional no se desentiende de las minorías, sino que las reconoce y protege en distintos tratados internacionales, por ejemplo, la igualdad de derechos, protección frente a genocidios, e incluso derecho a la autonomía. Los otros estados tienen el deber de abstenerse de amenazar o atacar a la integridad del estado.

En caso de discriminación a la minoría, esta podría invocar el derecho a la libre determinación.

6.- Las organizaciones internacionales


Las organizaciones internacionales son sujetos de derecho internacional, aunque de forma secundaria y funcional, cooperando en la sociedad internacional y potenciando los objetivos de humanización, socialización y democratización del derecho internacional.

Clasificación:

Se pueden clasificar siguiendo distintos criterios: 

· De participación: 

· Universal o abierta: En principio todos los miembros de la comunidad internacional pueden llegar a ser miembros de estas Organizaciones Internacionales. Se exigen requisitos que los Estados pueden llegar a cumplir. Suelen buscar fines generales. 

· No universal, regional o cerrada: No todos los Estados pueden llegar a formar parte de estas organizaciones, debido al tipo de requisitos que se exigen. 

· Material: 

· Con fines generales: Cooperan en todos los ámbitos (político, social, económico...etc.)

. 

· Con fines específicos: Se buscan objetivos concretos. 

· Según sus objetivos:

· De cooperación: Hay un acuerdo entre los Estados en el que se han comprometido a acercar posiciones en ciertas materias. Esto puede suponer una limitación de las competencias. 

· Organización Internacional de integración: Los Estados transfieren competencias soberanas a los órganos de la Organización Internacional para que sean ejercidas por ellos. Los Estados están obligados a actuar conjuntamente.

Miembros de la organización internacional

Los clasificamos en miembros originarios o adheridos.

· Miembros originarios: Celebran el tratado constitutivo. Los miembros originarios son los que valoran si los países a adherirse pueden hacerlo o no. En esta valoración hay un juicio de oportunidad política, además de unos requisitos. Así pues en la valoración de una nueva adhesión no sólo cuentan las condiciones, sino también las circunstancias y conveniencias. 

· Miembros adheridos posteriormente: Tienen que reunir una serie de condiciones para adherirse a la Organización Internacional. Se pueden referir a cualquier cuestión. 

Normalmente, el estatuto de miembro se reserva a los Estados, pero las organizaciones internacionales también pueden ser miembros de otra organización internacional. Esto se produce en el caso de Organizaciones Internacionales de Integración, que tienen competencias en ciertas materias de sus miembros.

Estructura orgánica
Clasificamos a los órganos de las organizaciones, según su carácter;

· Intergubernamentales: Representan a los Gobiernos de los Estados.

· No gubernamentales: No defienden a los Estados. Defienden los objetivos de la Organización Internacional (Comisión Europea) y los intereses, ideologías de los pueblos (Parlamento Europeo).

Dentro de la organización internacional también podemos clasificar los órganos en:

· Plenarios: Todos los Estados miembros tienen un remitente en ese órgano.

· Restringidos: No todos los miembros tienen un remitente. 

Toma de decisiones

En los tratados internacionales se ha de establecer un sistema de adopción de decisiones;

· Unanimidad: Todos los Estados pueden frenar la toma de una decisión, lo que puede llegar a bloquear el funcionamiento de la Organización Internacional. La ventaja es el cumplimiento de las decisiones. Para evitar el bloqueo se acepta que la abstención de un Estado no suponga el veto, flexibilizando la regla de la unanimidad. 

· Mayorías o consenso: 

· Consenso: Es un acuerdo sobre un texto, no hay votación. Si no hay objeciones se aprueban las decisiones, previamente negociadas.

· Mayorías: Se establece una cuota o porcentaje de votos mínimos favorables para poder aprobar el tratado. 

Actos y competencias

Las Organizaciones Internacionales al ser sujetos de derecho internacional pueden incumplir el derecho internacional o ser víctimas de ese incumplimiento, por tanto, también deberán responder por responsabilidad internacional cuando así se les reclame por sus actuaciones. Las competencias expresamente atribuidas a las Organizaciones Internacionales se encuentran en los tratados internacionales. Pero también hay competencias implícitas que se derivan de una interpretación flexible de las disposiciones de los tratados internacionales. Son competencias que la organización internacional necesita para lograr sus fines, pero no están expresamente atribuidas, se entienden implícitas. 

Tema 7: El profesor remitió al manual. Apuntes AED encontrados:

TEMA 7: LA ASUNCIÓN DE LAS OBLIGACIONES INTERNACIONALES. LOS TRATADOS: 

Consideraciones generales:

En la medida en que el consentimiento de los sujetos es, en principio, esencial en la formación del DI, norma y obligación tienden a confundirse. No obstante, la distinción entre norma y obligación puede y ha de ser mantenida por varias razones: 

· Las normas imperativas, aceptadas y reconocidas por la comunidad internacional de Estados, obligan a todos los sujetos, con independencia de su actitud frente a la norma. 

· La vocación de aplicación general de la norma hace en su caso más flexible la apreciación del consentimiento y amplía la relevancia de la pasividad como base de su oponibilidad a un sujeto determinado. 

Normas y obligaciones cuentan con métodos de formación que, aunque interactivos, les son propios. Las normas se producen tradicionalmente por vía consuetudinaria. Las obligaciones mediante el acuerdo de dos o más sujetos o el acto unilateral de uno de ellos

Tema 8

Los actos unilaterales

8.1TIPOLOGIA Y REGIMEN APLICABLE

l Actos unilaterales

Existen diferentes tipos de comportamiento (actos) unilaterales:

1. En sentido propio: Son manifestaciones de voluntad de un solo estado que le crean obligaciones jurídicas internacionales exigibles

2. El estoppel: Por el cual ciertos comportamientos de un estado le suponen una perdida o privación de derechos.

3. La aquiescencia: es decir el silencio o pasividad de un estado frente a comportamientos de otro estado merecedores de protesta.

La característica o rasgo común de los actos unilaterales de los estados es el principio de buena fe.

Actos unilaterales en sentido propio: se trata de actos realizados de forma unilateral por un estado, que le producen efectos jurídicos obligatorios por si mismos, con independencia de otros actos.

Estos actos no crean normas generales sino solo obligaciones particulares para el estado emisor. En otras fuentes de derecho internacional (como los tratados y la costumbre) también se producen actos unilaterales de los estados pero en estos casos, dichos actos solo producen efectos jurídicos cuando están en relación con otros actos (por lo que en esos casos no son actos unilaterales autónomos o independientes) 

Pero estos actos unilaterales para ser fuente del derecho por si mismos poseen una serie de características:

1. Puede ser un acto activo u omisivo. El acto tiene que emanar de un solo sujeto de derecho internacional.

2. Su eficacia no puede depender de otro acto jurídico.

3. No produce obligaciones para terceros estados.

4. Produce efectos jurídicos u obligaciones exigibles al estado emisor.

5. El acto unilateral debe tener un objeto lícito. Es decir no puede ser contrario al DI imperativo.

Además deben de cumplir unos requisitos:

1. Ese acto debe emanar de un órgano del estado con capacidad para comprometerlo en el plano internacional. Se aplica aquí por analogía lo que dice el artículo 7 de la convención de Viena, sobre los derechos de tratados en relación con los órganos de los estados con capacidad para comprometer mediante tratados. Estos órganos son: el jefe del estado, el jefe de gobierno y el ministro de asuntos exteriores (tienen competencia propia para la celebración de tratados) [image: image1.png]



2. La manifestación de la voluntad del estado debe realizarse de forma pública pero no se exige ningún otro requisito formal.

3. Es necesario que el estado emisor del acto quiera realmente comprometerse (esto es complicado de demostrar porque es un elemento subjetivo)

¿Son revocables los actos unilaterales? No hay una respuesta precisa o categórica para esta pregunta, depende del criterio de razonabilidad y del principio de buena fe. Es decir si con base en ese acto unilateral los otros estados han confiado en ese compromiso del estado, entonces difícilmente podría un estado revocar el acto unilateral. (Ejemplo: Francia se compromete a no verter tóxicos n el agua del territorio de otro país. Ese país construye complejos turísticos en esas playas confiando en la promesa de Francia. Aquí Francia no podría revocar el acto unilateral que realizo o por lo menos lo tendría muy complicado). 

El caso de la revocabilidad: una de las formas que tienen los estados para aceptar la jurisdicción del tribunal internacional de justicia. Un estado no puede demandar ni ser demandado al tribunal internacional de justicia si no ha aceptado antes su jurisdicción. 

Una de las formas para aceptar esta jurisdicción es depositar una declaración facultativa de aceptación o sumisión a la jurisdicción del tribunal (para así poder demandar y ser demandado en el tribunal) y esto es un acto unilateral del estado. 

Se dio un caso en que estados unidos demando a otro estado que quería demandarle, y antes de que el otro país le pudiese demandar, retiro la declaración de aceptación de la jurisdicción del tribunal impidiéndoselo. Este caso fue estudiado y se llego a la conclusión que la retirada de EEUU no se haría efectiva hasta pasados unos meses ya que actuó con mala fe. Desde entonces y para evitar estos actos de mala f la retirada no se hace efectiva hasta pasados seis meses. 

8.2 Aquiescencia y protesta

La aquiescencia o silencio consiste en una abstención o inacción calificada jurídicamente, de lo que se derivan efectos en derecho I. El estado que calla ante una reclamación o comportamiento de otro estado normalmente merecedor de protesta o acción similar para preservar los derechos impugnados, se entiende que consiente la situación. (Y que la situación le resulta oponible) [image: image2.png]



La aquiescencia requiere que concurran una serie de elementos

1. Notoriedad de los hechos

2. Tolerancia general de la sociedad internacional.

3. abstención prolongada en el tiempo del estado en cuestión.

La aquiescencia de diferencia del estopen en dos cuestiones.

1. En la aquiescencia la actitud primaria debe constituir silencio o inactividad, lo que no es necesario en el estoppel.

2. En la aquiescencia no es necesaria la actitud secundaria, a diferencia del estoppel donde si que lo es.

La aquiescencia es lo contrario que la protesta de un estado. Normalmente la aquiescencia suele producirse o presentarse en las contenciosas de la soberanía territorial. Una protesta que realiza un estado no es un acto unilateral ya que no generan efectos u obligaciones para el estado. Sin embargo la promesa, el reconocimiento o la renuncia realizada por un estado si son actos unilaterales como fuente de creación de derecho I, ya que el estado autor de esos actos esta obligándose 

8.3 El estoppel:

También llamado "la doctrina de los hechos propios".

El estoppel es una modalidad de los actos unilaterales. El estopel son comportamientos estatales, incluso de abstención o de silencio, que impiden al estado autor de esos comportamientos el derecho de actuar contra sus propios actos anteriores cuando al actuar así lesione derechos o expectativas de derechos de otros estados, generados por aquellos comportamientos. 

En DI se entiende que un estado esta obligado por sus propios actos (principio de buena fe, y por el derecho de los demás estados a fiarse de la conducta del primero)

En el concepto de estoppel concurren tres elementos:

1. Una situación creada por la actitud de un estado. (Actitud primaria)

2. La conducta de otos estados basada directamente en la primera actitud. (Actitud secundaria)

3. La imposibilidad del estado autor de la actitud primaria de realizar alegaciones o actos contrarios a su actitud primaria (o manifestarse en contrario a ella) [image: image3.png]



El estoppel tiene carácter de límite o restricción y cumple una función de privación o pérdida de derechos para el estado autor de la actitud primaria. Y así ha sido reconocido por la jurisprudencia internacional
Tema 9

9.1 Consideraciones generales

Aquí ya hablamos de un acuerdo entre sujetos de derecho internacional que regula tratados. El derecho de los tratados es el sector del derecho internacional que regula los tratados. 

 

El derecho de tratados es el conjunto de normas tanto internacionales como internas que regulan la vida de los tratados (desde su formación hasta su terminación hasta su terminación y pasando por todos sus efectos, alteraciones y modificaciones) 

 

El proceso de codificación fue recogido por las naciones unidas. La asamblea general de las naciones unidas encarga al CDI (COMISION DERECHO INTERNACIONAL) codificar las normas sobre tratados internacionales. 

 

En 1960 la CDI presento un proyecto de artículos (no tiene potestad para crear derecho por eso es un proyecto). Una vez redactado lo envía a la asamblea general de las naciones unidas que lo acepta, y la asamblea general de las UN convoca una convención estatal para discutir y aceptar el derecho de tratados (para que cada estado diera su opinión, mitificara y cambiara lo que le convenga; para luego discutirlo en conferencia) 

En la conferencia se encontraran representantes plenipotenciarios de los estados.

 

En 1968 se celebro en Viena la conferencia. En 1969 se adopta la convención sobre el derecho de los tratados entre estados (que solo se aplica a los tratados entre estados). Esta convención no entro en vigor hasta 1980, y solo era para estados que quisiesen formar parte de ella. Solo se refería además a tratados o acuerdos escritos (no regula las no escritas) y dejaba de lado también algunas cuestiones, como las siguientes: 

 

1. No regula los efectos de conflictos armados en los tratados. 

2. No regula los efectos de la sucesión de estados en materia de tratados. 

3. No regula los efectos de la extinción de personalidad internacional en la terminación de los tratados. 

4. No regula la responsabilidad internacional de un estado por incumplimiento de obligaciones internacionales. 

 

Por otro lado en los tratados en los cuales uno de los sujetos, o varios, son una organización internacional fueron regulados aparte. 

 

La CDI aprueba un proyecto de artículos en el año 1982 y se convoca una conferencia, la "convención sobre estados y organizaciones internacionales o entre organizaciones internacionales"(1986). 

 

9.2 Noción e identificación de tratados

 

La convención de Viena trata sobre los derechos de los tratados en su artículo 2.1 a).

 

Se entiende por tratado un acuerdo internacional celebrado por escrito entre estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un solo instrumento (instrumento único) o en dos o más instrumentos conexos, y cual sea su denominación particular. 

 

El tratado debe ser regido por el derecho internacional, porque produce (tratado) derechos y obligaciones internacionales.

 

A diferencia de la definición que establece la convención de Viena sobre el derecho de tratados, una definición mas amplia seria: tratado es la manifestación por escrito de voluntades concordantes imputables a dos o mas (es decir a varios) sujetos de derecho internacional, de las que derivan derechos y obligaciones para las partes según el DI. 

 

Un acuerdo entre un gobierno de un estado y un particular extranjero no es un tratado internacional, porque el particular no es un sujeto DI. Por otro lado se plantea la cuestión de que en los estados de estructura compleja (con CCAA, estados federales, etc.) el derecho internacional reenvía a los derechos constitucionales de cada estado para que sean estos estados los que decidan si los entes territoriales inferiores pueden celebrar tratados internacionales. 

 

En España por ejemplo el artículo 149.1.3 de la CE establece que las competencias internacionales son exclusivas del estado. Es decir que en España, solo el estado tiene capacidad para celebrar tratados en nombre de España. (Ius act tractatum). 

 

Según la convención de Viena del 69 los tratados internacionales deben ser escritos; es decir, excluye los tratados o acuerdos verbales, esto es así por razones de claridad y seguridad. 

 

 Solo son tratados los acuerdos entre estados regidos por el derecho internacional y por tanto se excluye del amibito de aplicación de la convención del 69 a los acuerdos entre estados regulados por el derecho interno. 

 

Se presume que los tratados son acuerdos jurídicamente obligatorios, es decir que crean efectos jurídicos ya que modifican derechos y obligaciones. Si existe intención de quitarles efectos jurídicos debe recogerse así en sus disposiciones aunque sea de forma implícita. 

 

Tras la convención de Viena del 69 no se distingue entre tratados solemnes o acuerdos en forma simplificada, ya que todos ellos están regulados de la misma forma en la convención. 

 

Acuerdos de forma simplificada: son acuerdos que concluía el embajador (o jefe de la misión diplomática)   o el ministro de asuntos exteriores y que obligaban desde la firma y no estaban sujetos a posterior ratificación.

 

La denominación que recibe el acuerdo es irrelevante (no tiene importancia) en derecho internacional (puede llamarse acuerdo, convención, etc.). Aunque si que puede tener importancia en el derecho interno de los estados (según lo que diga el derecho interno de cada estado). En España no hay distinción legal en el término que reciba el tratado. 

 

En España no hay ninguna ley específica sobre tratados internacionales. En 1972 se aprobó el decreto 801/72 que se refería o regulaba la actuación de la administración den Estado ante los tratados internacionales. Aunque es preconstitucional se incluye una parte en la constitución. Al entrar la CE en vigor se derogaron partes de ese decreto, manteniendo otras su vigencia. 

9.3 Capacidad para concluir tratados.

 

La capacidad para concluir tratados la tiene cualquier sujeto de derecho internacional. Pero sobre todo los estados ya que pueden celebrarlos sobre cualquier materia dentro del derecho internacional. 

 

Los estados pueden constituir voluntariamente ciertos límites a su capacidad para realizar tratados. Por ejemplo.

1. Pueden entregar su representación internacional a otros estados. Un ejemplo de esto es Mónaco y Francia que son estados exiguos. (Francia representa a Mónaco). 

2. Pueden delegar competencias internacionales a otros estados. Por ejemplo la comunidad europea transfiere competencias soberanas. A los órganos comunitarios les corresponde la dimensión externa e interna de las competencias y pueden celebrar tratados en esas materias transferidas. 

 

El derecho internacional reenvía a los derechos internos la cuestión de que si los estados quieren puedan mandar la capacidad para celebrar acuerdos internacionales a sus entes internas (Ej.: CCAA) 

 

Pero normalmente los estados se reservan para sus órganos centrales el derecho a celebrar tratados; y tan solo algunos estados federales (Ej.: EEUU) ha reconocido la capacidad de acordar internacionalmente a miembros de su federación, sometido eso si al control de los órganos centrales del estado. 

 

En España las comunidades autónomas no tienen el derecho a celebrar tratados, pero casi todos los estatutos de autonomía contienen alguna disposición sobre la situación de las comunidades autónomas en relación con los tratados internacionales. 

 

Algunos estatutos de autonomía se refieren a dos derechos en relación con los tratados:

 

1. El derecho de las comunidades autónomas a instar al estado a la celebración de tratados internacionales para su beneficio. Derecho a instancia: Derecho a instar al estado para que celebre tratados con otro estado en alguna materia. 

2. El derecho de información de los tratados: El estado debe darles información del tratado a la CCAA en materia de su competencia.

Las CCAA tienen obligación de adoptar las medidas necesarias para ejecutar el tratado en materia de su competencia. Aun así la responsabilidad internacional es del estado.

El derecho de instancia no obliga al estado, ahora bien, tendrá que justificar su negación. El derecho de información significa que el estado debe informar a las CCAA del texto del tratado y darles información precisa.

En España las comunidades autónomas no pueden celebrar tratados y tampoco tienen el derecho de legación ni activa ni pasiva (es decir no pueden enviar ni recibir representantes diplomáticos) Las comunidades autónomas en España tampoco pueden participar como miembros de pleno derecho en organizaciones internacionales.

Sin embargo si que pueden participar en algunos mecanismos de cooperación a través de la celebración de acuerdos no jurídicos (o no  normativos). 

¿Pueden celebrar tratados internacionales los grupos armados beligerantes, gobiernos en el éxito o movimientos de liberación nacional, etc.?  Se les puede otorgar el derecho a celebrar tratados internacionales en la medida en la que sean reconocidas por terceros como sujetos de DI. Lo que suele suceder cuando son reconocidas por organizaciones internacionales regionales.

En cuanto a las organizaciones internacionales (o interestatales) son sujetos del derecho internacional, y por tanto, tienen capacidad para celebrar tratados. Pero al ser sujetos secundarios y funcionales de derecho internacional y al ser creadas por los estados para la satisfacción de intereses comunes, no disfrutan de la capacidad plena que tienen los estados, y solo pueden celebrar tratados en materia de su competencia. Y como cada una de esas organizaciones internacionales tiene competencias distintas, no disfrutan de la misma capacidad convencional.

Además, esa capacidad para celebrar tratados, depende de las normas (o reglas) jurídicas de esa organización internacional. Es decir depende de:

1. Su tratado fundacional.

2. Sus decisiones y resoluciones orgánicas de esa organización internacional.

3. De la práctica de esa organización internacional.  

Se plantea también el problema de los contratos de estado. Los contratos de estado no son tratados, son acuerdos entre estados y personas jurídicas extranjeras (Ej.: una empresa). Estas pueden estar reguladas por el derecho del estado, pero normalmente se someten al derecho internacional (aun así no son tratados ya que uno de los sujetos no es un sujeto de derecho internacional).

9.4 Tratados y acuerdos no jurídicos.

En este punto vamos ha hablar sobre todo de los acuerdos no jurídicos. A estos también se les puede llamar acuerdos políticos, pactos entre caballeros, cartas, etc.

Los acuerdos no jurídicos (o no normativos) son acuerdos firmados por los estados que no tienen fuerza jurídica internacional vinculante (no obligables jurídicamente) a diferencia de los tratados. Un ejemplo de acuerdo no  normativo es “el acta final de Helsinki”.

España (como el resto de los estados) puede celebrar acuerdos no normativos. En España el fundamento jurídico para la celebración de acuerdos se encuentra en el artículo 97 de la CE. La celebración de estos acuerdos requiere en principio la autorización del consejo de ministros.

En España nuestra CION no impide a las CCAA la celebración o firma de acuerdos no jurídicos con entidades territoriales extranjeras, en materias de interés común en el campo de sus competencias. (No pueden hacerlo en materias en las que no sean competentes)

En la teoría la diferencia entre tratados y acuerdos no jurídicos es clara: Estas últimas no tienen efectos jurídicos. Pero en la práctica no resulta tan fácil distinguir entre ellos. Esto es porque a menudo los tratados contienen imprecisiones y vaguedades así como cláusulas o disposiciones con fuerza legal imprecisa o dudosa.

Para distinguir un tratado con imprecisiones de un acuerdo no normativo hay que fijarse en ciertos indicadores. O criterios. Algunos ejemplos de los indicios en los que hay que fijarse son: 

1. Cual fue la intención de las partes firmantes

2. El lenguaje utilizado en el texto

3. Si ha sido publicado en las colecciones de tratados nacionales.

4. Si ha sido registrado por el secretario general de UN ( articulo 102 de UN) 

5. Si el texto es descrito como tratado al ser presentado en los parlamentos o tribunales nacionales.

6. Cual es el nivel de los representantes estatales que firman este texto (si es firmado por los máximos representantes, normalmente será un tratado).

Notaos los acuerdo no normativos son generales, sino que suelen ser concretos (específicos en cierta materia). Estos acuerdos no son vinculantes jurídicamente pero si que existe una expectativa de cumplimiento por las partes. Un acuerdo no normativo no compromete la responsabilidad jurídica (legal) internacional del estado. Por lo que su cumplimiento por una de las partes no puede dar lugar a una reclamación internacional de reparación, ni tampoco a un recurso judicial. Sin embargo este acuerdo debe ser observado o cumplido por las partes y las partes deben actuar como si existiese tal acuerdo.

Como son acuerdos no jurídicos no están recogidos o gobernados por el derecho internacional (no se les aplica la convención de Viena del 69). Ahora bien un acuerdo no jurídico puede tener implicaciones legales (efectos legales). Algunos de los efectos legales que pueden tener son:

1. Puede utilizarse como prueba de conducta primaria en el estoppel.

2. Para la aplicación e interpretación de acuerdos no jurídicos puede resultar útil acudir a las reglas del derecho internacional para los tratados. Esto es porque en estas reglas aparecen normas sobre aplicación de acuerdos (tratados) sucesivos y esto puede aplicarse también a los acuerdos no jurídicos.

3. El compromiso que subyace o que se recoge (es un compromiso político, no un compromiso jurídico) a esos acuerdos no jurídicos, se suele incorporar en los ordenamientos jurídicos internos de los estados firmantes (mediante reglamentos, o mediante leyes, etc.). Es decir que el compromiso político de los acuerdos no jurídicos implica (exige) una respuesta legislativa o reglamentaria interna en los distintos estados.

Por otro lado aunque estos tratados no jurídicos no estén regulados por el derecho internacional y no vinculan jurídicamente a las partes; deben ser cumplidos en un plano político, porque se basan en el principio de buena fe y además entrañan obligaciones políticas.

Tema 10

10.1 Consideraciones generales.

Las organizaciones internacionales son creadas por los estados soberanos y sus competencias son de atribución (o funcionales) no soberanas. Esto es así porqué derivan del tratado fundacional (del acuerdo de voluntades expresado en el acuerdo fundacional de la organización internacional) y estas (las competencias) limitadas por ese tratado fundacional.

Esto significa (o por esta razón) que muchos organizaciones internacionales carecen de competencias legisladas (legislativas), es decir que carecen de la competencia de crear normas obligatorias para estados miembros.

Aunque en otras ocasiones si que tienen estas competencias (esto depende del tratado fundacional de cada organización internacional).

Las organizaciones internacionales se ven afectadas en su evolución histórica por dos tipos de normas diferentes:

1. Las normas generales de derecho internacional. Al ser sujetos de DI deben cumplir el derecho internacional.

2. Se ven afectadas por normas particulares de su ordenamiento (de su derecho) interno. Por ejemplo por las normas de su tratado fundacional, o las de sus reglamentos a estatutos internos, etc.

Las normas jurídicas internacionales no son creadas por un legislador internacional (porque no existe tal legislador internacional); y por lo tanto la creación, modificación y desarrollo de las normas jurídicas internacionales es obra de los estados que forman la comunidad internacional que son plenamente soberanos.

Sin embargo en la sociedad internacional contemporánea existen, junto con los estados, las organizaciones internacionales que suponen un elemento importante de institucionalización en la elaboración de las normas internacionales a través de las resoluciones que admiten estas organizaciones (estas resoluciones tienen cada vez una importancia mayor en el derecho internacional).

Tales resoluciones tienen su fundamento jurídico en el tratado fundacional (o constitutivo) de la organización internacional. (Ejemplo: La ONU, la Carta de UN). 

Por tanto cada organización internacional posee un ordenamiento jurídico propio que abarca diferentes planos. Aparte del tratado fundacional tienen normas que regulan la actitud de sus órganos deliberantes; en segundo lugar tienen también normas que regulan el régimen jurídico de la organización (acuerdos de sede) es decir de régimen jurídico que regula a los funcionarios y empleados; y en tercer lugar normas que rigen el régimen financiero de esa organización.

El ordenamiento jurídico de las organizaciones internacionales presenta una doble dimensión; interna (ad intre) y externa (ad extra). Y ambas tienen relevancia en el derecho internacional.

Hay cuatro cuestiones fundamentales:

A. La influencia de las organizaciones internacionales en la cristalización de las prácticas aceptadas como derecho (es decir la formación de costumbres internacionales, de normas consuetudinarias). Por ejemplo: resoluciones de la asamblea general de las naciones unidas. 

No todas las organizaciones internacionales pueden. Se refiere sobretodo a organizaciones internacionales universales. La actividad de las organizaciones internacionales universales facilita la prueba tanto del elemento material de la costumbre (que es la existencia de una práctica general) como del elemento espiritual de la costumbre (opinio iuris: que es la conciencia jurídica sobre la obligatoriedad jurídica de esa práctica). 

En el seno de la asamblea general de UN están representados la inmensa mayoría de los estados que forman la comunidad internacional. Allí los estados tienen la posibilidad de expresar sus opiniones respecto de los principios y normas que deben regular las relaciones entre estados cuando estos están de acuerdo en una determinada norma de conducta. Entonces los estados muestran su aceptación y dicha norma se convierte en una regla positiva de derecho internacional (porque al fin y al cabo los estados son los auténticos legisladores internacionales).

La Asamblea General de UN sirve en estas cuestiones de foro prácticamente universal que facilita la cristalización de un consenso generalmente aceptado por los estados; y de una practica general aceptada como derecho. 

También en otros foros políticos y diplomáticos se lleva a cabo esa función (la cristalización y aceptación general de una práctica como derecho).

B. Se refiere a la relevancia de las organizaciones internacionales en la adopción de tratados multilaterales (entre muchos estados) y en la codificación y desarrollo progresivo del derecho internacional (en el proceso de modificación y desarrollo progresivo del derecho internacional).

Por ejemplo en el seno de la ONU, realiza esta función la comisión de DI.  

Las Organizaciones Internacionales llevan a cabo una importante función en el proceso de elaboración del derecho internacional a través de la preparación y adopción de tratados multilaterales (ejemplo: en la ONU la realiza la comisión de DI). Hay dos formas de actuar: 

· La asamblea general encarga a la CDI que elabore un proyecto de artículos sobre una materia. La CDI lo hace y lo envía a la asamblea general, y esta lo envía a los estados para que den su opinión, este proceso se repite varias veces. La asamblea general convoca una conferencia donde se discute y finalmente se adopta.

· La asamblea general pide a la comisión de derecho internacional o a cualquier otro órgano que elabore un proyecto de artículos sobre una determinada materia. En ocasiones la asamblea general no se lo envía a los estados, sino que la propia asamblea general adopta el tratado multilateral (mediante una resolución propia). Pero este tratado (o estas convenciones) adoptado por la asamblea no vincula jurídicamente a los estados, hasta que los estados no manifiesten su consentimiento en obligarse por esas normas convencionales (por ese tratado). 

Por otro lado, tradicionalmente los acuerdos (tratados) debían  ser aprobados (se exigía para adaptarlos) por unanimidad de los estados negociadores. 

Pero la regla que se va imponiendo, para adoptar un tratado multilateral, es la mayoría de 2/3 (ya no es una unanimidad), 1969 Convención de Viena. A menos que los estados negociadores decidan otra cosa, la norma de 2/3 es una norma dispositiva. Es decir que si los estados no dicen nada en contrario se aplica la norma de la mayoría 2/3 (pero pueden decir algo en contrario los estados). 

La adopción de tratados multilaterales es uno de los medios mediante los que una organización internacional cumple los fines y objetivos previstos en su tratado fundacional. Y donde se hace mas intensa la influencia  de las organizaciones internacionales en la elaboración de normas internacionales es en el esfuerzo de la codificación y desarrollo progresivo del derecho internacional, mediante la adopción de convenios (tratados) multilaterales; que son esenciales para restar indeterminación (o otorgar precisión) a las normas jurídicas de origen consuetudinario. 

Los tratados  de codificación y desarrollo progresivo de derecho internacional (ejemplo: la convención de Viena del 69)  constituyen un tipo particular de los tratados multilaterales porque se negocian a través del procedimiento del consenso (que significa ausencia de objeción formulada por representantes estatales). 

Este tipo de tratados pretendes regular intereses de la comunidad internacional en su conjunto a través de normas que sean aceptables para el conjunto de los estados (por eso se intenta negociar a través del consenso).

C. Este es muy importante (y es fuente de derecho internacional). Se refiere a la competencia de las organizaciones internacionales, para adoptar actos o resoluciones de contenido normativo (es fuente de derecho internacional independiente de los tratados, la costumbre o los actos unilaterales).

Existen supuestos en los que los tratados constitutivos (o fundacionales) de algunas organizaciones internacionales las confieren competencias normativas. Se trata de casos excepcionales (y escasos) aun cuando son casos muy importantes. Vamos a fijarnos en estos casos en los que se les confieren competencias normativas a las organizaciones internacionales. 

· En primer lugar es el caso de loas organizaciones internacionales técnicas. Un ejemplo es la OIT u organización internacional del trabajo. En ellas la regulación de intereses comunes ha sido conferido por los estados a la organización internacional y así por ejemplo nos encontramos con que la organización internacional puede adoptar convenciones internacionales y además puede adoptar resoluciones de contenido normativo obligatorias y vinculantes para los estados. 

· En segundo lugar en el caso de las organizaciones internacionales políticas, por lo general los órganos plenarios de estas organizaciones internacionales políticas (Ej.: asamblea general de UN) no tienen por lo general el poder de adoptar decisiones (resoluciones) jurídicamente vinculantes para los estados miembros, salvo escasas excepciones expresamente previstas en el tratado fundacional de esas organizaciones (Ej.: resolución en la que se establece el presupuesto obligatorio para los estados).

· En tercer lugar las organizaciones internacionales tienen mayores competencias normativas. Este tipo de organización internacional ejerce competencias soberanas que se las delegan los estados miembros (ejercen competencias que los estados miembros les han traspasado) 

En el seno de la CE los estados miembros han dotado de competencias normativas a las instituciones comunitarias por medio de su tratado constitutivo.

Y estas instituciones adoptan actas de contenido normativo, a las que se las conoce con el nombre de derecho comunitario derivado. E incluso algunos de estos actos de contenido normativo son de obligado cumplimiento para los estados miembros (y para la organización administrativa de estos).

Algunos de estos actos normativos (de estas normas) resultan directamente aplicables a los estados miembros (sin necesidad de transposición). Y alguna de estas normas incluso son de rango (jerárquico) superior al derecho interno de los estados miembros; es decir con una aplicaron preferente al derecho interno de los estados miembros. Este tipo de organización internacional es excepcional. 

Las organizaciones internacionales cuando adoptan actos de contenido normativo crean derecho internacional; es decir son una fuente propia de derecho internacional. 

Las resoluciones de la asamblea general de las UN merecen un examen específico. Esto por si mismas no son obligatorias para los estados miembros (excepto las que aprueban el presupuesto). Esto significa que la asamblea general de UN no es un poder legislativo mundial (aunque en ella están presentes casi todos los estados). 

Ahora bien esto no supone que las resoluciones no tengan ningún tipo de efectos en la formación del DI (es decir que pueda tener efectos). Pueden tener efectos porque pueden influir en el proceso de formación de las costumbres internacionales (normas consuetudinarias). Encontramos tres tipos de efectos distintos, dependiendo de en que momento se produzca esa resolución de la asamblea general de UN:

1. Puede tener un efecto generador de la costumbre (de la norma consuetudinaria). Puede general principios nuevos que se van a convertir en normas consuetudinarias. Resolución que contienen principios nuevos de derecho internacional sobre los que todavía no se ha generado una practica y que se genera precisamente a partir de esas resolución de la asamblea general de las naciones unidad (entonces tienen efectos generadores). 

2. Efecto cristalizador en una norma consuetudinaria: cuando esa resolución de la asamblea general de las UN desarrolla y precisa (cristalizan) principios de la Carta de UN que se convierten en normas consuetudinarias (coinciden con el elemento materias de la costumbre). 

3. Efecto declarativo en el proceso de formación de la costumbre; cuando las resoluciones de la asamblea general  de las UN declaran a confirmar normas consuetudinarias vigentes (en vigor).

Las declaraciones de la asamblea general de las naciones unidad con efecto declarativo tienen en el derecho internacional un valor similar al de las convenciones declarativas; y cuando son adoptadas por una unanimidad o una amplia mayoría (mayoría suficientemente representativa), entonces esa resolución refleja la Opinio Iuris o convicción jurídica universal de esa practica (que es el elemento espiritual de esa practica).

Las resoluciones de la Asamblea general de UN inciden a las fuentes del DI, sobre todo precisamente en esto (en el desplazamiento del centro de gravedad en el proceso de formación de las normas consuetudinarias hacia el elemento espiritual). 

Tema 11 

La costumbre internacional cuando es general produce derecho internacional general. La costumbre internacional es una fuente de derecho internacional. Se compone de dos elementos: 

A. Material: práctica general y constante. 

 B. Espiritual la convicción de la obligatoriedad jurídica de la práctica. 

Los dos elementos son imprescindibles. 

1. 

La práctica debe ser constante general aunque no se exija que sea absolutamente uniforme. También son admitidas por la jurisprudencia internacional las denominadas costumbres negativas (conjunto de abstenciones-práctica abusiva-que obligaría a una abstención) siempre que concurran la conciencia del deber de abstenerse y el elemento espiritual. 

Por otro lado debe tenerse en cuenta que los nuevos Estados surgidos de la descolonización no habían participado en la formación de muchas de estas costumbres internacionales porque todavía no eran estados, y en algunas ocasiones no estaban de acuerdo con estas normas consuetudinaria de derecho internacional (en cuya formación no habían participado y consideraban contrarias a sus intereses) por lo tanto lo que hicieron fue impugnar las. 

Es improbable que la jurisprudencia internacional imponga a un estado nuevo una norma internacional de derecho internacional clásico y que ese estado nuevo haya rechazado en cuanto que es contraria a sus intereses. Si una costumbre general obliga en principio a todos los Estados (hayan contribuido o no a su formación) mientras que un estado no demuestre que lo ha rechazado de forma expresa en su período de formación le será aplicable. 

2. La convicción de que la práctica se ha convertido en obligatoria. 

Esa costumbre general se expresaba en la asamblea general de las naciones unidas. Algunos autores como Kelsen no niegan la existencia de ese elemento espiritual, sin embargo la doctrina jurisprudencial internacional ha reconocido su importancia y existencia sobre todo en sus consecuencias negativas (es decir que el tribunal de la Haya muchas veces no otorga vigencia a una costumbre si no si no contaba con el elemento espiritual). 

En el internacional contemporáneo (el que existe desde las naciones unidas) sobre todo por la dinámica de las relaciones internacionales, ha aumentado la importancia del elemento espiritual, al tiempo que ha disminuido la exigencia de una larga antigüedad del elemento material. Esto se ve claramente en el derecho del Mar. 

Tipos de costumbre

1. Costumbre general en principio obliga a todos salvo los que se hallan o puesto a la misma en su período de formación o gestación. Y si la costumbre general se ha convertido en una norma imperativa obligan a todos sin excepciones (todas las normas imperativas han surgido por la costumbre). 

2. Costumbre particular: no obliga a todos. Puede ser a su vez de los tipos: 

a. Costumbre bilateral: sólo entre dos Estados (regula relaciones entre los Estados y es aplicable sólo a esos dos Estados, esto no es lo habitual). 

b. Costumbre regional: regula relaciones entre los Estados que se encuentran en una determinada zona geográfica. 

En la costumbre particular se produce la inversión de la carga de la prueba con respecto a la costumbre general, la cual, obliga a todos excepto a los que se hayan opuesto a la misma en su período de formación. Así por el contrario la costumbre particular vincula sólo los Estados que han contribuido a la formación de esa costumbre particular, mientras que el estado que no quiere que se le aplique una costumbre general debe probar que ha rechazado esa costumbre en su período de formación. En resumen, en la costumbre particular se invierte la carga de la prueba y es un estado el que alega frente a otro, la existencia y aplicabilidad de una costumbre particular que vincula a ambos, siendo el primero de ellos, el que tiene que demostrar que ese otro estado ha contribuido con sus actos a la formación de esta norma particular. La costumbre particular es más difícil de probar. 

Los estados nuevos se pueden oponer a una costumbre general cuando surge como estado (momento independencia). 

La norma consuetudinaria (la costumbre) es la fuente más habitual del derecho internacional clásicos (antes de 1945), pero ahora la fuente más habitual son los tratados, habiendo sabido adaptarse la costumbre a ello. La jurisprudencia internacional ha aplicado normas consuetudinarias que también tenían formación convencional, es decir que también estaban recogidas en tratados. 

Aunque a un  estado no se le puede aplicar un tratado en el que ha intervenido si que se le puede aplicar la costumbre general (a veces encontramos una norma en la costumbre y en los tratados). 

La costumbre actualmente se consolida rápidamente y se ha suavizado el requisito de antigüedad de la práctica. 

Por la importancia que ha querido el elemento espiritual y por el impulso de los nuevos Estados surgidos de la descolonización: la costumbre actualmente tiene en cuenta las exigencias de universalización y democratización del derecho internacional (por lo tanto la costumbre ya no es derecho sólo de las grandes potencias). 

Los principios generales del derecho. 

No es una fuente autónoma (propia) de derecho internacional, porque se trata de los principios generales aceptados por todos los Estados en sus ordenamientos jurídicos internos. Ejemplo el principio de buena fe. Tradicionalmente los autores se fijan en el artículo 311 del estatuto del tribunal internacional de justicia que señala a que lugares debe acudir el tribunal para resolver una controversia (sus bases jurídicas); remitiéndose a que debe fijarse en los principios generales del derecho (aparte de otras cosas). 

Al hablar de la jurisprudencia y principios generales del derecho, se les utiliza como medio que pudo utilizar el tribunal para resolver litigios pero esto no significa que sea una fuente propia de derecho internacional. 

El artículo 38 alude a los principios generales del derecho reconocidos por los estados civilizados. Podríamos definir estos principios generales del derecho como el medio utilizado por los tribunales para resolver conflictos. 

La carta internacional de justicia no invoca muy a menudo los principios generales del derecho (se suelen utilizar los tratados, etc.) y sólo se invoca en defecto de otra norma de derecho internacional aplicable al caso. 

Los principios generales del derecho son comunes al derecho internacional y los ordenamientos jurídicos internos, estando mucho más desarrollados los primeros ya que surgieron antes. 

La jurisprudencia internacional. 

También en el estatuto del tribunal internacional de justicia en su artículo 38,1. d se habla de que el tribunal puede fundamentar sus sentencias en las decisiones jurídicas anteriores y precedentes judiciales como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho internacional. 

Por lo tanto la jurisprudencia internacional sería el conjunto de decisiones judiciales internacionales que han servido para fijar (determinar) las normas de derecho internacional. 

Aunque la jurisprudencia es muy importante no crea derecho internacional nuevo pero sí que determina cuál es ese derecho. Por eso para la mayoría de los autores de la jurisprudencia internacional no es una fuente normativa de derecho internacional si no que es un medio auxiliar para determinación de derecho internacional.

El tribunal internacional de justicia considera jurisprudencia como fuente de derecho internacional porque aplica reglas construidas por el propio tribunal; y que invoca en su propia jurisprudencia. La jurisprudencia del tribunal de La Haya ha tenido una gran importancia el desarrollo progresivo del derecho internacional. Sin embargo su importancia práctica ha sido relativamente pequeña debido a la voluntariedad en el acceso de los Estados a las jurisdicciones internacionales (los Estados acuden voluntariamente a la jurisdicción internacional, pero no están obligados, por lo que no existe una verdadera jurisdicción obligatoria). Las partes. 

Tema 12. 

1. Codificación y desarrollo.... 

Una de las funciones más importantes de los tratados en el derecho internacional contemporáneo es la codificación del derecho internacional, recoger el derecho por escrito. La codificación oficial o por tratados genera normas positivas de derecho internacional y estas normas pueden producir efectos en la costumbre (efectos generadores, cristalizadores y declarativos). 

La codificación oficial históricamente se inició a finales del siglo XVIII y tiene sus principales logros en el derecho diplomático, en el derecho de la guerra, la regulación de la navegación por los ríos internacionales, etc. 

En ese proceso histórico hay que mencionar las conferencias de paz de La Haya (1989 y 1807) y después con la sociedad de naciones la codificación y disfruté de un marco institucional (porque se estableció un comité de expertos para estudio y codificación del derecho internacional) y después con la ONU se creó la asamblea general de las naciones unidas que se encargó de promover estudios y recomendaciones en este campo. La asamblea general en  1947 creó la comisión de derecho internacional que es el órgano encargado de realizar esta labor. 

A partir de los tratados de la comisión de derecho internacional CDI se emprendió la tarea codificadora a nivel mundial y se crearon muchas convenciones codificadoras (Viena, convención del 61 sobre relaciones diplomáticas, las 63 sobre relaciones consulares, la de 78 sobre sucesión de Estados en materia de tratados etc.). 

El estatuto de la comisión de derecho internacional habló de la diferencia entre codificación y desarrollo progresivo del derecho internacional; pero esta distinción es más teórica que práctica, en la práctica se considera que son dos normas de codificación en sentido amplio y de hecho la CDI ha regulado un proceso único de consolidación para ambos. 

La codificación significa la sistematización y formulación más precisa de las normas jurídicas internacionales, en aquellas materias en las  ya existía una práctica amplían de los Estados tanto de precedente como de doctrina. 

El desarrollo progresivo consiste en la elaboración de proyectos de convenciones sobre temas todavía no regulados en el derecho internacional, o sobre los que los Estados todavía no han aplicado en la práctica normas suficientemente desarrolladas ni consolidadas. 

En el proceso de codificación se encuentran varias fases: 

1. 1ª etapa: La selección y determinación en la prioridad de los demás a trabajar. La comisión de derecho internacional envía sus recomendaciones a la asamblea general quien decide a través de su sexta comisión, comisión sobre asuntos jurídicos. 

2. Preparación del proyecto de artículos sobre el tema desarrollado preparada por la comisión de derecho internacional, la cual tras una discusión general en su seno nombra a 1 ponente (normalmente profesionales de derecho internacional muy consolidados) que presenta informes periódicos a la comisión de derecho internacional que a su vez presentó un proyecto provisional de artículos a la asamblea general de naciones unidas. 

Este proyecto provisional se envía a los gobiernos de los Estados y tras las opiniones de estos gobiernos la comisión realiza una valoración más política más realista de los artículos; redactando finalmente un proyecto definitivo que somete a la asamblea general de naciones unidas, la cual, puede hacer dos cosas:

-comunicar el proyecto a los Estados y convocar una conferencia internacional de representantes plenipotenciarios de los mismos, para la adopción de esa convección. 

-puede transmitirlo a su sexta comisión para la adopción del proyecto por propia asamblea general a través de una resolución propia... Cuando se adopta una convención por sí misma, son normalmente convenciones que afectan a asamblea general o a las naciones unidas. Así que lo habitual es que se opte por la primera fórmula. 

Si la asamblea general opta por la primera vía convocara una conferencia de representantes de los Estados. Esta conferencia actúa sobre la base del proyecto elaborada por la comisión de derecho internacional y lo negocia. Aquí se debaten los enunciados propuestos por los Estados y se someterá a votación. Después cuando existe un consenso se produce la adopción de la convención, pero en la práctica  la adopción de la convención es valida con la mayoría de 2/3 de los Estados presentes y votantes en esa conferencia. 

Adoptada la  convención se cierra y se produce finalmente la manifestación del consentimiento de cada estado en obligarse por esa convención. Posteriormente tendrá lugar la entrada en vigor. La entrada en vigor de la convención depende de que se consiga un número determinado de manifestaciones de consentimiento de los estados de obligarse por ella (pueden tardar muchos años en entrar en vigor, porque no entran en vigor hasta que todos los Estados manifiestan su consentimiento). Estas convenciones cuando entran en vigor sólo obligaron a los estados partes, por eso se habla de efecto relativo. 

La conferencia codificadora es un foro idóneo para la expresión del elemento espiritual de una costumbre y además pueden producir efectos generales, cristalizadores o declarativos en la costumbre de los estados con independencia de la entrada en vigor de la convención. 

Al margen de naciones unidas también se ha llevado a cabo una codificación oficial de derecho universal humanitario (que fue modernizado en 76) desarrollándose en un ámbito universal propulsado por la cruz roja. También, en ámbitos regionales se ha manifestado la codificación oficial (Europa occidental: codificación de derechos humanos).

2. Independencia.... 

La codificación del derecho internacional tiene efectos en la costumbre: 

-efecto generador: una convención codificadora puede de un defecto generador de la costumbre si cumple ciertos requisitos, es decir, iniciar el proceso de formación de una norma consuetudinaria si cumplen ciertos requisitos: 


-que tenga carácter normativo 


-una participación amplia y representativa en esa convencían codificadora (incluyendo a los Estados particularmente interesados)


-que la práctica posterior de los Estados sea frecuente y casi uniforme en el sentido de la disposición convencional (de la cláusula)


-que se haya manifestado de tal forma que suponga reconocimiento general de que se trata de una norma jurídica. 

-efecto declarativo: cuando simplemente confirma o consolida una norma consuetudinaria ya existente. Es decir cuando es la expresión formal de una norma consuetudinaria ya existente y contribuye a la precisión de la práctica, suponiendo la prueba del elemento espiritual. 

-efecto cristalizador: un artículo o cláusula de la disposición de la convención puede tener un efecto cristalizador cuando consolida una norma consuetudinaria emergente.

Los órganos de aplicación, es decir, los jueces sobre todo estatales; son quienes determinan que disposiciones de una convención codificadora tienen efecto declarativo sobre una costumbre.

Existen normas consuetudinarias y convencionales que tienen contenido idéntico, pero esto no implica que las normas consuetudinarias queden sustituidas por los tratados; hasta el punto que dejen de existir. Las normas surgidas de la costumbre seguirán existiendo. Esto es así, porque los tratados tienen siempre un efecto relativo, mientras que la costumbre general se aplica a todos (salvo a los Estados que las rechacen en su proceso de formación y pudieron demostrar lo) En resumen, las distintas fuentes de derecho internacional conservan su independencia y además las costumbres son impermeables a las reservas que formulen los Estados en los tratados multilaterales.

Si los tratados y la costumbre establecen soluciones opuestas prevalecen: 

-en primer lugar las normas imperativas (ius cogens)-carácter consuetudinario

- según el artículo 103 de la carta da las naciones unidas prevalecen las obligaciones derivadas de la misma (carta de naciones unidas) frente a cualesquiera otras obligaciones convencionales. 

Sin embargo; lo cierto es que las distintas fuentes de derecho internacional tienen la misma fuerza jurídica y valor derogativo recíproco; y por lo tanto se aplican reglas jurídicas generales que son. 

-prevalece la fuente posterior frente a la anterior. 

-La disposición especial prevalece frente a las normas generales

-hay que fijarse en cada caso concreto

PERO SIEMPRE PREVALECEN LAS IMPERATIVAS.

Al hablar de la plenitud del derecho internacional, se quiere decir, que desde un punto de vista del intérprete no pueden existir lagunas normativas y siempre debe buscarse una solución en el derecho internacional. El intérprete se fija en los tratados en vigor, en las costumbres internacionales,  en las otras fuentes de derecho internacional más específicas y en los actos unilaterales de los Estados que resulten aplicables al caso. 

Si no se encuentra solución en estas fuentes el intérprete acude a los principios generales del derecho, y si tampoco lo encuentra aquí recurrirá a la equidad. Se pretenden evitar las lagunas.

Tema 13. 

Las obligaciones erga ormes significan obligaciones para todos; es decir, obligaciones que se tienen para la comunidad internacional en su conjunto. Las normas imperativas son normas aceptadas y reconocidas por la comunidad internacional en su conjunto, como normas que no admiten acuerdo en contrario y que sólo pueden ser modificadas o derogadas por otras normas de derecho internacional general del mismo rango (definición del artículo 23 de la convención Viena del 69, que dice que un tratado contrario a una norma imperativa es un tratado nulo, por eso se define en una norma imperativa).

 Las normas imperativas prevalecen siempre frente a las normas dispositivas. A veces las normas imperativas se confunden con las obligaciones erga ormes. Todas las normas imperativas generan obligaciones erga ormes; pero no está demostrado que todas las obligaciones erga ormes respondan  normas imperativas.

Sí que existe una correlación entre ambos. Todo tratado que esté en oposición a una norma imperativa de derecho internacional general será nulo o terminará. Será nulo si el tratado esta en proceso de formación, y si ya estaba en vigor terminara el vigor y existencia del mismo. 

Como una norma imperativa no admite acuerdo en contrario, la consecuencia en la materia de responsabilidad internacional entre Estados, es que si una obligación vulnerada  de derecho internacional deriva del ius cogens entonces no se puede dar el consentimiento del estado lesionado como causa de la exclusión de la ilicitud de ese hecho. 

El concepto de ius cogens se puede concretar con el concepto de derecho natural (en sentido de que existen normas de derecho internacional que no derivan de la voluntad de los Estados sino que son superiores a esa voluntad) y esto articula una comunidad internacional cuyos valores esenciales estarían protegidos por las normas imperativas. Los procesos de humanización y socialización creciente en el derecho internacional contemporáneo otorgan mayor relevancia al derecho imperativo. 

La determinación e identificación de las normas imperativas no es sencillo. Lo tiene que realizar cada juez en cada caso concreto, por lo que dependerá del juez, ya que no existe ningún texto jurídico vinculante que recoja cuáles son las normas imperativas. 

La convención de Viena de 69 establece la jurisdicción obligatoria para las controversias relacionadas con las normas imperativas (según esto todas ellas establecen obligaciones erga ormes). Según la doctrina seran normas imperativas aquellas que suponen el mínimo jurídico esencial para la comunidad internacional y que básicamente son principios de la carta de las naciones unidas desarrollados por la resolución 26/25-declaración sobre los principios de derecho internacional: esta declaración no dice que sean normas imperativas pero dice que son principios fundamentales. 

Normas imperativas son:

1. La que establece la soberanía del estado. 

2. La que establece la no intervención en los asuntos de jurisdicción doméstica de otros Estados. 

3. La prohibición de la fuerza armada en las relaciones internacionales. 

4. La obligación de acuerdo pacífico de las controversias internacionales. 

5. El derecho de los pueblos a su libre determinación. 

6. Protección internacional de los derechos humanos. 

7. Protección del medio ambiente (esto no está recogido en la resolución 26/25 y por ello precisamente la ejecución del ius cogens supone un desarrollo progresivo del derecho internacional considerandolo una institución abierta y dinámica).

Lección 14. 

La formación del tratado es un conjunto de actos mediante los cuales se crea un tratado internacional. En todo proceso, el principio que rige es el principio de buena fe. Dentro del proceso de formación del tratado encontramos etapas:

1. Etapa inicial: tiene tres fases que son la negociación, adopción y autentificación.

A) la negociación: la etapa inicial comienza con la negociación. Se entiende como sujeto negociador del derecho internacional el que participa en la negociación de adopción del texto y un tratado. La negociación en principio es una. Puede suceder que si la negociación de un tratado es exigida por un tratado o por la resolución de una organización internacional entonces la mala fe durante la negociación sería causa de responsabilidad internacional (esto significa que un estado ha de abstenerse de actos dirigidos malobrar el objeto del tratado durante las negociaciones). La ruptura o ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre Estados no impide la celebración de un tratado entre ellos (y esa celebración no prejuzga la situación de estas relaciones diplomáticas o consulares). 

El derecho internacional general que regula la formación de los tratados es derecho dispositivo (no imperativo) es decir, que deja una amplia libertad de acción a los sujetos interesados.

La adopción del texto y un tratado supone el consenso sobre el texto del tratado. En épocas anteriores era generalmente por unanimidad (se exigía la unanimidad). Pero actualmente ya no se exige una unanimidad en los tratados multilaterales sino que el procedimiento ahora es el voto mayoritario. 

En la convención de Viena de 69, en su artículo 9, se señala que la regla general para la adopción del texto de un tratado bilateral o multilateral con número reducido de Estados, es la unanimidad y que los tratados multilaterales celebrados en el marco de conferencias internacionales,(tratados abiertos a todos los Estados) la regla general es la adopción del texto del tratado es la mayoría 2/3 de los Estados presentes y votantes, salvo que los Estados Juana acordar cualquier otra regla entre ellos. 

La convención de Viena por lo tanto esta formada de reglas dispositivas no imperativas. 

Si este texto del tratado se está celebrando en el seno de una organización internacional, entonces entran en juego las normas de esa organización internacional como derecho especial en materia, para la adopción del tratado (en estos casos lo normal es la adopción por mayoría de votos). 

Después nos encontramos con la autentificación (acto jurídico de naturaleza notarial por el que establece el texto definitivo de un tratado certificando que ese texto es el correcto y auténtico) para que los Estados sepan cuales el contenido inalterable del tratado. 

La adopción y la autentificación están íntimamente vinculadas. La autentificación presupone la adopción y constituye su manifestación documental. La autentificación se realiza mediante el procedimiento prescrito en el texto del tratado segun lo que hayan convenido las partes fuera de ese texto; o en su defecto mediante la rúbrica de los representantes de los Estados en el texto del tratado o en el acta de la conferencia. 

También es frecuente que la autentificación del texto de un tratado en forma resolución de un órgano o a de una organización internacional. en cuyo caso se rigen las normas de esa organización internacional. La autentificación supone la adopción, pero a veces no se producen en el mismo día sino que pasa un determinado período de tiempo (en el que se hacen correcciones del texto para que no está mal escrito, para traducir a varios idiomas, etc.) y una vez que se firma el texto es inalterable.

La firma ad referéndum o la rúbrica suelen emplearse cuando el representante del estado carece de poder suficiente para firmar. En España la negociación de los tratados corresponde al gobierno (es decir que tiene iniciativa en su formación en virtud del artículo 97 de la constitución española) y por tanto puede negociar el texto del tratado. Pero su libertad aun siendo muy amplia no es absoluta (porque la constitución española es un marco delimitador de esa potestad la).

Las cortes también pueden promover la celebración de ciertos tratados y tienen el deber constitucional de vigilar la acción del gobierno. En el derecho español el gobierno lleva a cabo toda la fase inicial de la celebración del tratado y en principio el consejo de ministros es quien debe autorizar la negociación de los tratados a solicitud del ministro de asuntos exteriores quien se encarga de gestionar la negociación. Pero a veces el ministerio de asuntos exteriores no realiza la negociación directamente (aunque sí lo gestiona). Es decir que en muchas materias los diversos ministerios poseen una dimensión exterior; y el misterio de asuntos exteriores es el coordinador de la negociación pero puede ser otro ministro quien realiza la negociación dependiendo el tema que se trate. 

La autentificación (la firma el texto del tratado) en España requiere la autorización del consejo de ministros, previa solicitud del ministro de exteriores. En autentificación, terminada la fase inicial.

2. Fase final es la conclusión del tratado el sentido estricto y quiere 2 fases:

a). La manifestación o prestación del consentimiento definitivo del estado en obligarse por el tratado. 

b). El perfeccionamiento de ese consentimiento estatal de obligarse por ese tratado. 

A. Manifestación del consentimiento. La ratificación, en el pasado, suponía la confirmación por el jefe del estado de los plenos poderes conferidos a su representante y entonces el tratado era obligatorio desde el momento de su firma (antes de su ratificación). Pero posteriormente a la ratificación se convirtió en lo que es hoy , el momento en el que se manifestaba el consentimiento no obligarse por ese estado. 

En el siglo XIX se entiende que los tratados debían ser ratificados para obligar internacionalmente al estado. Al aumentar las relaciones internacionales creció el número de acuerdos celebrados en forma simplificada (que obligan desde el momento de la autentificación) y por otro lado surgieron otras formas de manifestar el consentimiento del estado aparte de la ratificación.

 La convención de Viena de 69 reconoce varias formas de manifestar el consentimiento (firma, ratificación, adhesión, cruce de cartas, canjes de instrumentos, etc.) dando libertad a los Estados para que convengan libremente cualquier otra forma incluso el silencio (es decir el transcurso del tiempo sin oponerse al texto autentificado). 

La convención del 69, no define en que consisten cada uno de estos términos mencionados en el parrafo anterior,  para que los derechos jurídicos internos de los Estados, puedan elegir la forma o formas que prefieran (la adhesión suelen ser dado un tratado que ya está en vigor en el cual no se ha participado en su negociación). 

En España el estado español manifiesta su consentimiento de obligarse por un tratado de tres formas distintas según el decreto 801/72:

- firma

-adhesión

- ratificación

Pero como España es estado parte de la convención de Viena de 69, se pueda acudir a todos los medios de manifestación establecidos por esa convención, ya que las disposiciones allí acordadas, ahora forman parte de el derecho interno español.

Por otro lado, según el artículo 63,2 de la constitución española, al Rey le corresponde manifestar el consentimiento del estado para obligarse internacionalmente por medio de tratados, en conformidad con la constitución y las leyes. 

En la práctica , el rey tan sólo ha intervenido en aquellos tratados en los que se manifestaba el consentimiento con ratificación o adhesión (con independencia de que se necesitase o no su autorización parlamentaria) En los tratados celebrados en forma simplificada no interviene el Rey. 

El significado del artículo 62,3 de la constitución española no hay que entenderlo como que se atribuya al Rey la competencia sustantiva para decidir la vinculación por medio de tratados (esa facultad no le corresponde al Rey sino que le corresponde al gobierno, y en su caso las cortes). Este artículo se refiere a una mera facultad formal de manifestar el consentimiento de España, pero que ya ha sido decidido de conformidad con la constitución y las leyes. 

El sujeto de derecho internacional que consiente no obligarse por un tratado se le conoce, aunque el tratado no haya entrado en vigor, como " sujeto contratante "; porque cuando el tratado entre en vigor el sujeto contratante pasa a ser sujeto parte del tratado. 

B. El perfeccionamiento del consentimiento: esta fase da por finalizado el proceso formación del tratado. Se produce cuando se deja constancia en el pleno internacional del consentimiento del sujeto a obligarse. Una de las formas de manifestación del consentimiento, que supone en sí misma  el perfeccionamiento del consentimiento es el canje de instrumentos. 

Todas las otras formas requieren, el conocimiento de los demas sujetos. Las partes pueden elegir las formas de perfeccionamiento que refiere el (se debe contar con la voluntad de los sujetos negociadores). 

Las convenciones de Viena del 86 y del 69, señalan dos forma residuales de perfeccionamiento, aunque normalmente se establecen en el tratado:

-El canje de instrumentos (habitual en los tratados bilaterales): consiste en canjearse los instrumentos entre los sujetos. 

-El depósito: es la forma de perfeccionamiento habitual en los tratados multilaterales. Consiste en la entrega del instrumento de manifestación del consentimiento a la figura del depositaría. La figura del depositario es muy importante. El depositario tiene como funciones:


-conservar el texto original del tratado


-extender copias certificadas


-registrar el tratado en la secretaría de naciones unidas


-recibir los instrumentos de manifestación del consentimiento y enviar copias de estas a todos los 
demás Estados interesados. 

El depositario actúa con carácter imparcial e internacional; y y puede ser un estado, varios Estados o una organización internacional; o en su defecto el principal funcionario administrativo de una organización internacional (suele ser el secretario general). El más habitual es el secretario general de naciones unidas (principal funcionario administrativo de la ONU). En el texto del tratado, por regla general, se dice cuál será el depositario.

Por tanto la fase final de celebración del tratado supone la manifestación del consentimiento de los sujetos a obligarse, y la constancia de ese consentimiento en el orden internacional; y conduce a la obligatoriedad y entrada en en vigor del tratado. 

La representación internacional del estado y de otros sujetos. 

Los sujetos de derecho internacional intervienen en la formación de los tratados a través de personas que los representan, de modo que sólo los actos de los representantes, le son imputables en la formación del tratado. 

Cualquier persona puede ser considerada representante del estado cuando así se deduzca de un documento específico "ad hoc", que es el documento de plenos poderes emanado de la autoridad competente del estado. Esa persona es el representante plenipotenciario. 

En cuanto a su forma, el documento de plenos poderes ha perdido solemnidad y formalismo por la celebridad de las relaciones internacionales actuales. En cuanto a su contenido, ese documento del plenos poderes es más concreto. En cuanto a la presentación del documento, ha perdido vigor y solemnidad hasta el punto de que una persona ya no necesita presentarlo para ser representante del estado, si se deduce de la práctica de los Estados o de otras circunstancias, que esa es la intención del estado interesado. 

A esto se le conoce con la representación implícita (la expresa seria entregando los documentos). De todas formas y aunque sea realizado el acto de celebración del tratado por una persona que no tiene representación expresa ni implícita, puede ser ese acto posteriormente confirmado por el estado (si le interesa). 

Los plenos poderes han de ser adecuados, es decir, han de ser emitidos por la autoridad competente del estado. Si los plenos poderes son otorgados solamente para adoptar y autentificar el texto del tratado (pero no para obligarse por el tratado hasta el punto de su consentimiento) entonces esos plenos poderes no son adecuados para manifestar el consentimiento del estado, de modo que si esa persona, lo hiciese, se entendería que no representaría al estado. 

Ahora bien, si realmente esa persona ha sido otorgada de plenos poderes para comprometer internacionalmente al estado, pero con instrucciones de ejercer sus poderes bajo ciertas condiciones, esa persona, deberá cumplir esas condiciones impuestas durante el ejercicio de su funcion. Sino cumple esa condición, estaríamos ante un abuso del poder concedido. En en ese caso se entiende que esa persona ha mantenido su condición de representante del estado, y sus actos le son imputables al estado, aunque con la posibilidad de invocar la nulidad. 

De todas formas, se considera que determinados órganos estatales representan el estado sin que le sean necesarias los plenos poderes:

1. El jefe del estado, el jefe de gobierno y ministro de asuntos exteriores: son competentes por sí mismos para todos los actos de celebración de un tratado. Además estos órganos son quienes emiten u otorgan, los plenos poderes de los demás representantes.En el supuesto de guerra también serán competentes los comandantes supremos de las fuerzas militares.

2. Jefes de misiones permanentes ante organizaciones internacionales y representantes del estado en conferencias y organizaciones internacionales; son competentes para la negociación y adopción de un tratado, en el ámbito de sus atribuciones y en el medio ante el que están acreditados. 

3. El derecho español sigue lo establecido por la convención de Viena de 69. Se dice en el artículo 62,3 de la constitución española, que al Rey le corresponde la aceptación de tratados; pero esto no es más, que algo simbólico ya que el Rey no puede negarse a una decisión del gobierno en este ámbito. 

Los actos de España relativos a la formación de un tratado, que sean realizados por personas no representantes del estado, no son imputables a España a menos que sean confirmados posteriormente (expresa o tácitamente) y esa confirmación del derecho español, la realiza el ministro asuntos exteriores. El representante de una organización internacional, que va a celebrar un tratado, es la persona que presenta plenos poderes adecuados, emanados del órgano competente de esa organización. 

En la práctica los plenos poderes no son frecuentes en las organizaciones internacionales (porque normalmente estos son representados por un órgano de la propia organización internacional). A veces se considera a una persona representante una organización internacional sin que presente plenos poderes, si se deduce que esa sido la intención de esa organización internacional o de los Estados interesados. 

En los tratados fundacionales de las organizaciones internacionales no es habitual que se establezca que órgano tiene capacidad para celebrar tratados (a que órgano se le otorgan la capacidad para celebrar tratados). 

La entrada en vigor. 

Es el momento en el que el tratado adquiere plena eficacia jurídica, es decir, se convierte obligatorio y susceptible de aplicación de los términos previstos por sus disposiciones entre los sujetos contratantes que en ese momento se convierten en sujetos partes. 

La convención de Viena de 69 señala que un tratado entra en vigor de la manera y en la fecha en la que se disponga o en la que acuerde entre los Estados negociadores. En su defecto el tratado entra en vigor tan pronto como exista constancia internacional del consentimiento de todos los Estados negociadores, en obligarse por el tratado. 

Si un tratado ya está en vigor, y un estado manifiesta su consentimiento de obligarse por el; entonces que ese tratado comenzará a general validez para ese estado en el momento en el que está manifiesto su consentimiento o cuando el mismo lo disponga. 

La entrada en vigor de un tratado depende de la voluntad de los Estados negociadores. En los tratados bilaterales la entrada en vigor suele coincidir con el perfeccionamiento del consentimiento de los dos sujetos de obligarse por el tratado. Pero en los tratados multilaterales, lo normal es la separación temporal (no coincide en el tiempo). La entrada en vigor será con el perfeccionamiento del consentimiento del sujeto. En los tratados multilaterales generales abiertos a la entrada en vigor se hace depender de que un cierto número de Estados haya dejado constancia internacional de su consentimiento. 

Los Estados contratantes hasta que no entre en vigor el tratados no están obligados a cumplir sus disposiciones, pero los sujetos contratantes tienen la obligación de abstenerse de realizar actos que puedan frustrar el objeto y el fin del mismo (principio de buena fe) siempre que la entrada en vigor, no se retarde indefinidamente.

El sujeto de derecho internacional contratante de un tratado, puede revocar su consentimiento antes de la entrada en vigor del tratado, cuando éste sea susceptible denuncia.

TEMA 15

FASE INTERMEDIA EN LA FORMACIÓN DE TRATADOS
Fase interna de cada Estado en la cual el Tratado tiene que pasar por los procedimientos internos constitucionales de cada uno de los Estados del Tratado.

La Constitución tienen un procedimiento específico, dependerá del contenido de su Tratado. Establece 3 cauces:

1.- Artículo 93 Constitución Española. Tratado que supongan la transferencia de competencias gobernadas de España a una organización o institución internacional deban ser autorizados por ley orgánica (exigen autorización por Mayoría absoluta del Congreso sobre ese Tratado).

2.- Artículo 94.1 Constitución Española necesita autorización de las Cortes. NO es una Ley específica aunque sigue el procedimiento igual al de la ley por 5 apartados:

· Tratado de carácter político

· Tratado de carácter militar

· Tratado que afecten a los derechos y deberes fundamentales a la Integridad Territorial.

· Tratado que suponga la modificación financiera para la Hacienda Pública.

· Tratado que suponga la modificación y derogación de una Ley  que exijan medidas legales.

INICIAL:

· Negación

· Adopción

· Autentificación (Firma)

INTERMEDIA:

· Interna

FINAL: 

· Manifestación del consentimiento del Estado definitivo

· Perfeccionamiento del consentimiento.

Según el artículo 94,2, los tratados restantes no requieren autorización parlamentaria. Este artículo señala que el congreso y senado serán inmediatamente informados de la conclusión de estos tratados, después de que España manifieste su consentimiento en obligarse por el tratado (la información se envía al parlamento tras la fase final, con el tratado concluido). 

Esa información debe de ser amplia, porque se refiere al texto del tratado (se informa del texto del tratado y no sólo de que ha concluido) ¿Qué califica por cuál de las tres vías va el tratado?. Aquí la clave está en la calificación del tratado. La calificación del tratado la realiza el gobierno, sin embargo la calificación del gobierno necesita antes un dictamen de la comisión permanente del consejo de estado (un informe preceptivo del consejo de estado, según el artículo 21,1). El resultado de su informe no es vinculante para el gobierno es sólo consultivo (se tiene que dar siempre). 

Según algunos autores el gobierno puede prescindir de ese trámite del informe del consejo de estado para aquellos tratados en los que el gobierno no tenga dudas sobre que si necesitan autorización parlamentaria. Si las cortes no están de acuerdo con la calificación realizada por el gobierno, en este caso las cortes pueden hacer varias cosas:

-aprobarlo a posteriori, incluso implícitamente

-puede no querer aprobarlo, no quieren sanar el defecto. Aquí hay dos posibilidades:


-que el gobierno denuncie el tratado. 

 
-pueden ir al tribunal constitucional por medio de un recurso de inconstitucionalidad. En este recurso de inconstitucionalidad puede ser promovido por las cortes, o pueden promover un recurso de competencias. Las cortes pueden solicitar que se someta autorización un determinado tratado, pero no puede obligar al gobierno a que lo haga.

El carácter de los tratados del artículo 94,1: los de carácter político 94,1. A.-> necesitan autorización de las cortes por mayoría simple (el trámite aunque no se formalizó sí que sigue el tratamiento de ley). Según los autores de derecho internacional los tratados que necesitan autorización parlamentaria por la vía del 94,1. A son los que tienen cierta importancia política. 

Los tratados multilaterales del artículo 94,1. B. Necesitan autorización parlamentaria. Son tratados que se refieren de manera expresa a materias militares. 

Artículo 94,1. C. Tratados que afectan a los derechos y deberes fundamentales. 

Articul 94,1 D. Tratados que afectan a la hacienda pública. Este tipo de tratado no necesita autorización parlamentaria.. 

Pero los tratados que para su ampliación necesiten un crédito extraordinario si la necesitará autorización parlamentaria y también los tratados que su ejecución necesité del presupuesto ordinario de varios años sucesivos. 

Las cortes generales pueden autorizar o no el tratado, pero no pueden obligar a poner al gobierno la conclusión del tratado. Por lo tanto la autorización de las cortes se configura como una condición de validez para la manifestación del consentimiento del estado (el gobierno no puede llegar a la conclusión del tratado sin autorización de las cortes). 

La autorización parlamentaria anticipada (antes de la autentificación del tratado) no es compatible en el caso de los tratados que van por la vía del artículo 93 de la constitución española (porque deben ser autorizados por ley orgánica y en materias de ley orgánica no es posible la delegación legislativa según la constitución española). 

Esto no pasa con los del 94,1 de la constitución española, donde si la avería autorización parlamentaria anticipada (siempre que se hagan con prudencia). En ningún caso tal dedicación parlamentaria tácita. En resumen:

Medios de fiscalización:

-informe preceptivo pero no vinculante de la comisión permanente del consejo de estado. 

-Las medidas de control político de las cortes. 

-El control de las cortes de los artículos 93, 94,1 y 94,2 (información exhaustiva las cortes). 

No cabe tratado secreto, los representantes del pueblo siempre deben ser informados. Las cortes puedan de calificar el tratado a efectos de tratamiento por el artículo 93 (si el gobierno colombiano por el 94,1) y viceversa. Cuando el gobierno no está de acuerdo con esa recalificación puede formular un conflicto de competencias ante el tribunal constitucional. 

¿Que sucede con tratados con cláusulas contrarias al texto de la constitución española?. POSIBLE PARA EXAMEN

El artículo 95 de la constitución señala que la celebración de tratados que contengan disposiciones contrarias al texto de la constitución requerida a la previa revisión de la propia constitución. 

El artículo 95,2, dice que si existen dudas acerca de la compatibilidad del tratado con la constitución española, este artículo faculta al gobierno, al congreso o al senado a solicitar al tribunal constitucional que declara sobre si el tratado es compatible con ella. Esto es un supuesto de posible inconstitucionalidad intrínseca material o por razón del contenido del tratado. Para este supuesto existe ese control de constitucionalidad recogían el 95 puntos. 

También cabe el control a posteriori el regulado en la ley orgánica del tribunal constitucional. 

El control de constitucionalidad del tratado. 

El control de constitucionalidad se refiere a las posibles violaciones de leyes españolas en la celebración de los tratados. 

Ejemplo: un tratado que debería haberse asumido por la vía del 94,1 de la constitución española pero que el gobierno lo ha tratado como uno de 94. Todos. La ley orgánica del tribunal constitucional en el artículo 27 permite interponer un recurso de inconstitucionalidad con base a dicha causa. 

En esta cuestión no está regulada por la constitución española sino por la ley orgánica del tribunal constitucional cuyo artículo 27 permite interponer un recurso de inconstitucionalidad con base en a dicha causa. Este caso es un recurso posteriori (se formula una vez que el tratado ha sido concluido, pública oficialmente en el BOE y que está en vigor). Para entrar en vigor no es necesario que se encuentre publicada en el BOE; será suficiente que esté en cualquiera de los boletines que afecten a España.. 

El problema se plantea en que si prospera el recurso de inconstitucionalidad entonces el problema se encuentra en que el gobierno debería denunciar el tratado (el gobierno debería desvincular jurídicamente en el plan internacional España de ese tratado) y esto supone una situación incómoda para España en el pleno internacional. 

Para solucionar esto, algunos autores han propuesto el control a priori de la constitucionalidad de forma  intrínseca de los tratados del artículo 93 (porque sería posible impugnar una la ley orgánica de autorización antes de que el gobierno manifieste el consentimiento del estado español). Esta posibilidad sin embargo no alcanza los tratados del 94,1 (porque es un acto singular no una ley que se puede impugnar). 

Se pueda interponer por vicios esenciales en el procedimiento el tratado una declaración de inconstitucionalidad del tratado pero también por una cuestión de inconstitucionalidad (formulado por los jueces y tribunales del estado español).

EN LOS DOS APARTADOS SIGIENTES SE REMITIO AL MANUAL. APUNTES AED

La consulta popular en la conclusión de los tratados: 

La mayoría de las Constituciones estatales no contienen disposiciones que regulen expresamente el recurso al referéndum en la conclusión de tratados, interpretándose que le es aplicable el régimen general de las consultas populares facultativas. Por otra parte, entre las que sí contienen disposiciones al respecto hay, a su vez, variantes. 

La Constitución de 1978 no cuenta con preceptos sobre el papel del referéndum en la conclusión de tratados. No obstante, su artículo 92 dispone que el Rey podrá, a propuesta del Presidente del Gobierno previamente autorizado por el Congreso, someter a referéndum consultivo las decisiones políticas de especial trascendencia. El resultado de este referéndum no es jurídicamente vinculante. La iniciativa corresponde exclusivamente al Presidente del Gobierno cuyo juicio de oportunidad no puede ser sustituido por el de ningún órgano. Las Cortes tan sólo pueden en principio servirse de sus medios políticos para solicitar del Presidente del Gobierno el ejercicio de su iniciativa. Ahora bien, podrían condicionar la autorización para concluir un tratado a la convocatoria y resultado de una consulta popular. 

La fase intermedia en las Organizaciones de integración: La Comunidad Europea:

Según el artículo 228.3 del TCE, el Consejo concluirá los acuerdos previa intervención del Parlamento Europeo. Se excluye de esta regla sin embargo a los acuerdos comerciales. Por otra parte, la intervención del Parlamento Europeo no tiene siempre el mismo carácter: Para determinados acuerdos se exige el dictamen conforme del Parlamento, esto es, su previa aprobación; para los demás acuerdos, basta con la simple consulta al Parlamento que, si bien es preceptiva, carece de efectos vinculantes, pudiendo el Consejo concluir el acuerdo en contra del dictamen de aquella institución.

Los acuerdos para los que se requiere el dictamen conforme del Parlamento Europeo son los siguientes: 

-
Los acuerdos de asociación del artículo 238.

-
Los que tienen implicaciones presupuestarias importantes para la Comunidad. 

-
Los que crean un marco institucional específico al organizar procedimientos de cooperación. 

-
Los que implican la modificación de un acto comunitario aprobado por el nuevo procedimiento legislativo de codecisión entre el Consejo y el Parlamento. 

La intervención del Parlamento Europeo se produce, en cualquier caso, tras la autenticación del texto del acuerdo, careciendo así esta institución de toda posibilidad jurídica de influir en su contenido. Por otra parte, el Consejo puede fijar un plazo para la evacuación del dictamen según la urgencia. 

Procedimiento “Luns”: Este procedimiento fue adoptado por el Consejo para los acuerdos de asociación y se compone de los siguientes pasos: 

-
Transmisión de información por el Consejo a la Comisión Parlamentaria competente en razón de la materia antes de la apertura de negociaciones y celebración, si se estima oportuno, de un debate preliminar en sesión plenaria del Parlamento. 

-
Contactos entre la Comisión y las Comisiones competentes del Parlamento durante las negociaciones. 

-
Al término de las negociaciones, presentación a la Comisión Parlamentaria correspondiente de un informe confidencial del Presidente del Consejo o de su representante. 

Concluido el procedimiento, la conclusión definitiva del acuerdo por el Consejo queda sometida al dictamen conforme previo del Parlamento. 

Procedimiento “Luns II o Luns - Westerterp”: Fue adoptado por el Consejo para los acuerdos comerciales y recoge los puntos uno y tres del procedimiento “Luns”, añadiendo que después de la firma y antes de la manifestación del consentimiento el Consejo informa al Parlamento del contenido del acuerdo. 

Tratándose de acuerdos mixtos, se requiere la conclusión del acuerdo tanto por la Comunidad como por los Estados miembros, de acuerdo con sus propios procedimientos constitucionales. 

El artículo 228.5 del TCE dispone que la celebración de un acuerdo contrario a las disposiciones del TCE requiere la previa revisión de éste. Por otra parte, el artículo 228.6 del TCE prevé la posibilidad de solicitar un dictamen del Tribunal de Justicia sobre la compatibilidad de cualquier acuerdo previsto con las disposiciones del tratado, control que puede ser promovido por el Consejo, la Comisión o un Estado miembro. 

La solicitud de dictamen debe ser previa a la manifestación por la Comunidad del consentimiento en obligarse por el acuerdo, no siendo necesario esperar a que el texto haya sido adoptado ni al inicio de las negociaciones, siempre que el objeto del acuerdo previsto sea claro. Por otra parte, la estipulación definitiva del acuerdo debe producirse tras la evacuación del dictamen. 

En el caso de que el Tribunal de Justicia emita un dictamen negativo la Comunidad no puede concluir el acuerdo, a no ser que proceda a su renegociación o a la revisión previa del TCE.

Lección 16. La participación en los tratados multilaterales. 

Consideraciones generales. 

Los tratados multilaterales abiertos tratan de cuestiones de interés general para la sociedad internacional en su conjunto o aspiran a tener un valor normativo generalizado. Entonces tanto la carencia de un poder legislativo mundial como el defecto relativo de los tratados, imponen la posibilidad de establecer ciertas fórmulas para facilitar la participación más amplia posible de Estados en tratados multilaterales abiertos generales.. 

Y con este fin se configuran cláusulas abiertas para la manifestación del consentimiento accesibles al mayor número de Estados. Esta invitación generalizada a la participación da lugar a una serie de previsiones como por ejemplo el reblandecimiento del contenido del tratado con el fin de que los sujetos contratantes puedan presentar sus reservas a alguna cláusula del tratado (laS reservas se formulan cuando se manifiesta el consentimiento de obligarse por el tratado). 

La participación de los Estados es distinta en los tratados multilaterales restringidos (es distinto porque en este tipo de tratados los Estados participantes la una gran importancia a la identidad y fijación del contenido del tratado; y es más difícil que se admitan reservas). 

Para que la reserva que en afectos jurídicos los demás sujetos parte del tratado han de aceptar la reserva (aunque cabe aceptación tácita). En esto se diferencia la mal llamada " reserva negociar " que consisten en una reserva que ya ha sido pactada de antemano, y que surge efectos con la simple manifestación del consentimiento del estado (en realidad esto no es una reserva). 

La reserva (propiamente dicha) está sometida al mecanismo de aceptación u objeción por parte de los Estados contratantes (los demás Estados contratantes aceptan o objetan la reserva). Precisamente para aceptar este mecanismo se exige el requisito de formalismo de la reserva (además de ser escrito, ha de transmitirse a través del depositario a los demás sujetos contratantes para informarles de la reserva y para que éstos manifiesten su aceptación u objeción de la reserva de ese estado). Se entiende que la aceptan sino la rechazan expresamente en el plazo de doce meses desde que reciban la notificación. 

La reserva ha de formularse de en el momento de la manifestación del consentimiento de obligarse por el tratado, a menos que la reserva este prohibida por el tratado; o que aunque no diga nada el tratado, la reserva sea incompatible con el objeto o el fin del tratado.

En la sucesión Estados un estado sucederá a otro, como estado parte en los tratados que el estado fuera parte. ¿Cómo puede formular reservas el estado sucesor? El Estados un tesoro podría formular reserva en el momento de manifestar su consentimiento de suceder a su estado predecesor. 

"Reservas embrionarias" son aquéllas formuladas por un estado antes de manifestar su consentimiento no obligarse por el tratado. En este caso se exige que se estado confirme la reserva embrionaria al manifestar su consentimiento no obligarse por ese tratado. Esa fecha de tal confirmación es la fecha determinante de su régimen jurídico; aunque los negociadores pueden acordar otra distinta. 

En la práctica también puede ocurrir que un estado se reserva la facultad de formular reservas más adelante (incluso cuando ya es estado parte del tratado). 

¿Cuál es el objeto de la reserva? Siempre es de excluir por modificar los efectos jurídicos de ciertas cláusulas del tratado en su aplicación a sujeto a reserva ante. 

Pueden ser:. 

-
Reservas de exclusión: Las que tengan por objeto excluir la aplicación de disposiciones. Son reservas de exclusión. En principio, no se podrán excluir partes enteras de un tratado, a no ser que el propio tratado lo permita. Si el tratado no lo permite, será posible excluir partes enteras de un tratado si el resto de los Estados así lo convienen. 

-
Reservas de modificación: Las que tengan por objeto modificar disposiciones. A través de estas reservas de modificación, se podrán reducir o restringir efectos jurídicos, pero no ampliarlos, esto es, no se admiten en este caso las reservas expansivas. 

Se distinguen de estas reservas las declaraciones políticas e interpretativas. Éstas no intentan modificar los efectos, sino aportar una interpretación concreta entre las distintas posibles, con relación al Estado que la formula. Pero en la práctica, las declaraciones interpretativas, a veces, si pretenden modificar los efectos de algunas disposiciones de los tratados. Por otra parte, las declaraciones interpretativas podrán formularse en cualquier momento, pero sólo serán oponibles a los Estados que las hayan aceptado. 

-
Reservas expresamente previstas: No será necesaria la aceptación de los contratantes en principio, pero nada impide que los Estados puedan expresar su oposición. Estas reglas son subsidiarias de los que disponga el tratado, el cual podrá condicionar la eficacia de una reserva a la aceptación unánime de los Estados parte o a la aceptación mayoritaria o individualizada. 

-
Reservas expresamente prohibidas: Se pueden prohibir las reservas expresa o implícitamente. Si se formulasen, serían nulas, no tendrían efectos jurídicos. 

-
Reservas no previstas en el tratado: No las contempla, pero tampoco las prohíbe. Según la Convención de Viena, sólo serán válidas en la medida en que no sean incompatibles con el objeto y fin del tratado. Pero, ¿cuál es el objeto y fin del tratado? Se entiende por tal, la naturaleza o carácter del texto, pero siempre se podrán sustituir por una declaración interpretativa o política. 

En cuanto a la aceptación de la reserva, ésta se puede dar de tres formas (salvo que el tratado diga otra cosa): 

-
Expresa: Se formula por escrito.

-
Tácita: Cuando transcurren doce meses desde que se ha notificado una reserva y no se ha objetado. 

-
Implícita: Cuando un Estado se obliga por un tratado, una vez transcurridos los doce meses desde la notificación de la reserva. Si los Estados adheridos no objetan nada en el momento de obligarse, aceptan implícitamente. 

Régimen de la objeción: Ésta debe ser expresada siempre por escrito y deberá formularse en esos doce meses posteriores a la notificación de la reserva. En el supuesto de que el objetante no fuera Estado parte, deberán objetarla en el momento en que manifiestan el consentimiento en obligarse por el tratado. 

Sobre las reservas embrionarias, las objeciones pueden formularse en cualquier momento desde que se formula la reserva embrionaria. Si se confirma la reserva, se entiende confirmada la objeción. 

Efectos jurídicos de las reservas: 

Entre el reservante y el aceptante, supone que se modifican las disposiciones del tratado en la medida en que afecte la reserva. El autor de la reserva no podrá exigir de los aceptantes el no cumplimiento de la reserva. 

Efectos de la objeción: Entre el reservante y el objetante rige el texto del tratado, menos la disposición objeto de la reserva. 

Por otra parte, la objeción no impide que el tratado entre en vigor entre el reservante y el objetante, pero no lo impide con carácter general, porque puede pasar que el objetante disponga que entre él y el reservante no rija el tratado. 

Supuestos especiales: 

-
Aquellos supuestos en los que será necesaria la aceptación por todos los Estados parte. Esto será necesario cuando sea un tratado con un número reducido de negociadores o cuando haya un interés por las partes de su aceptación unánime. 

-
Reservas formuladas a los tratados constitutivos de una Organización Internacional: Salvo que el tratado disponga otra cosa, la reserva tendrá que suponer aceptación del órgano competente de esa Organización. Al no existir órgano por no estar constituida la Organización todavía, habrá que estar a las reglas dispuestas en el tratado o, por el contrario, los efectos de las reservas quedarán en suspenso hasta que se constituya el órgano. En este último caso, no se admite la reserva tácita. Una vez formulada la reserva, se puede pretender luego retirarla. En principio, no hace falta consentimiento de los demás. La retirada de la reserva o de la objeción debe formularse por escrito. El efecto de la retirada tendrá lugar desde la notificación de la misma. 

¿Quién puede formular reservas? Las Cámaras intervienen, al menos, en el número y contenido de las mismas. Hay que distinguir entre: 

-
Cuando las reservas las propone el Gobierno: Si las Cámaras autorizan el tratado, van a autorizar también las reservas. Una vez autorizado el tratado, en principio, el Gobierno no podrá introducir más reservas. 

-
Cuando las reservas las proponen las Cámaras: Sólo se autoriza el tratado si el Gobierno consiente las reservas. 

En relación con las reservas de otros Estados, anteriores a la manifestación del consentimiento de España, se remite a las Cámaras el tratado y las reservas y si se autoriza, se autoriza todo. En el caso de que ya se haya manifestado el consentimiento, las reservas no se tramitan en las Cámaras y sólo se exige su publicación en el BOE. 

Respecto a la retirada de reservas y objeciones, en principio, las Cámaras también participarán en la denuncia de los tratados y también en la retirada de reservas y objeciones. Sin embargo, en la práctica, si bien las Cámaras pueden tener cierto poder de iniciativa, esa capacidad no es vinculante para el Gobierno. El ordenamiento interno sólo exige que las retiradas se publiquen en el BOE.. 

Lo que se persiguen con la institución de las reservas es permitir la participación de los Estados en los tratados multilaterales (lo que se persigue es que determinados estados participe en). Esto distingue a la reserva de la declaración interpretativa. Una declaración interpretativa es la que el estado formula pretendiendo atribuir una determinada interpretación a una cláusula del tratado (no tienen la intención de excluir a modificar los efectos jurídicos de una cláusula). 

En la práctica no es tan fácil distinguir lo porque gastado es el que determina si lo que realiza es una reserva o una declaración interpretativa (y lo hará sobre sus planes intereses) por lo tanto es muy ambiguo. Las reservas y que necesita la aceptación de los Estados contratantes mientras que la declaración interpretativa no (es la única diferencia práctica). 

TEMA 17: PATOLOGÍA DE LOS TRATADOS: 

La Convención de Viena establece que se presupone la validez de los tratados, salvo que haya causa de nulidad, que es aplicable, salvo que haya causas de terminación o suspensión. 

Nulidad:

Un tratado sólo será nulo por alguna de las causas que se establecen en la Convención de Viena y que pueden ser de dos tipos: 

· Aquellas que afectan a la capacidad del representante del Estado: Se denominan vicios de la capacidad y son los siguientes:

· Violación de las disposiciones de derecho interno relativas a la competencia para celebrar tratados: Violación manifiesta de una norma fundamental de derecho interno relativa a la competencia para celebrar tratados. La transgresión, además, tiene que ser manifiesta. 

· Inobservancia de una restricción específica de la plenipotencia: Sólo podrá considerarse causa de nulidad si esas restricciones fuesen conocidas por el resto de los Estados partes antes de manifestar el consentimiento. Normalmente, estas restricciones se notifican al resto de los Estados negociadores. 

· Relativas a la validez del consentimiento: 

· Error: Se da cuando un Estado ha manifestado su consentimiento en obligarse por un tratado porque entiende que existe un hecho o situación que es la base del consentimiento y ese hecho o situación realmente no existe. Hay una percepción errónea de la realidad. 

Se tratará de un error cualificado, esto es, que sea tal, que si no hubiera existido, el Estado no hubiese manifestado el consentimiento. Además, no puede ser imputable al Estado que lo invoca, esto es, no puede ser fruto de la negligencia de quien lo alega. 

· Dolo: Se da cuando un Estado concluye un tratado por la conducta fraudulenta de otro Estado participante en el tratado. Hay error, pero provocado por otro Estado. De no existir esa conducta, el Estado no hubiera consentido. Así, el dolo tiene tres elementos: 

· Material: Conducta fraudulenta de un Estado. 

· Psicológico: Intención o propósito de equivocar. 

· Resultado satisfactorio para el Estado fraudulento. 

El dolo ha de ser esencial y excusable con relación a quien lo padece.

Cuando se alega error, hay que probar la relación de causalidad entre el error y el consentimiento. Sin embargo, cuando se alega dolo, sólo hay que probar la conducta fraudulenta del otro Estado. 

· Corrupción del representante del Estado, que debe ser imputable a otro Estado negociador para que el primero manifieste el consentimiento. Si la corrupción no hubiera existido, el Estado no hubiera manifestado el consentimiento. 

· Coacción sobre los representantes del Estado: Se trata de actos y amenazas que tienen por objeto coaccionar personalmente al representante del Estado. Es alegable esta causa cuando las amenazas o actos no sólo recaen sobre el representante, sino también sobre su familia. 

· Sanción a un crimen internacional: La coacción a un Estado por amenaza o uso de la fuerza es causa de nulidad del tratado. Sólo se refiere a usos ilícitos de la fuerza. 

· Ilicitud del objeto: Que el tratado sea contrario a una norma del “ius cogens”. 

De las causas de nulidad no van a desprenderse siempre los mismos efectos, dependerá de los hechos que originen la nulidad. 

Legitimación para invocar causas de nulidad:

La legitimación será amplia, en función de la causa concreta de que se trate. Podrán ser invocadas en cualquier momento y por cualquier Estado u órgano que aplicase el tratado, las basadas en comportamientos especialmente odiosos (coacciones a representantes o a Estados y contrarias al “ius cogens”). Las otras causas de nulidad sólo serán invocables por el sujeto víctima, que podrá perder el derecho de alegarlas, si cuando ha tenido conocimiento de esos hechos, expresa o tácitamente, reconoce la validez del tratado. En estos casos, las causas son sanables y la nulidad podrá ser relativa, porque en determinados casos (abuso de plenipotencia, infracción de derecho interno o error) se aplica el principio de divisibilidad, esto es, se entenderá como válido el tratado, salvo las disposiciones viciadas, siempre que éstas no sean la base del tratado. En caso de dolo o corrupción, el Estado víctima va a poder elegir entre si elige la nulidad relativa o si elige la nulidad de todo el tratado. 

Una vez declarada la nulidad, ésta tiene carácter absoluto y se retrotrae hasta el momento de manifestar el consentimiento. 

En principio, la alegación de nulidad sólo será aplicable entre el Estado que lo alega y los otros Estados negociadores, pero si la nulidad es por coacción a un Estado o violación del “ius cogens”, será de carácter general. 

Terminación: 

Las causas de terminación aparecen después de la conclusión de un tratado. Los efectos de nulidad se retrotraen al inicio, pero los efectos de terminación no, sino que se verifican o comienzan desde que se declara la causa de terminación. Existen dos grupos de causas de terminación: 

· Por voluntad de las partes: 

· Cuando el tratado incluye cláusulas de duración del tratado. 

· Cuando se incluyen cláusulas de denuncia: Estas cláusulas permiten que un Estado dé por terminado el tratado en relación con los demás. Podrán ser cláusulas condicionadas e incondicionadas. Si el tratado no dice nada, las partes lo podrán acordar, posteriormente, expresa, tácita o implícitamente. El acuerdo será implícito cuando se haga un tratado posterior sobre la misma materia que el primero. El acuerdo es tácito cuando el tratado posterior es incompatible con el primero. 

· Al margen de la voluntad de las partes: 

· Por denuncia no motivada: Cuando un tratado no contiene cláusulas de terminación o denuncia, la Convención de Viena establece que estos tratados podrán denunciarse cuando conste de alguna forma que la voluntad de las partes era incluir la denuncia o, en su caso, si el derecho de denuncia puede desprenderse del contenido del tratado. Así, hay clasificaciones de tratados no denunciables por su naturaleza: 

· Tratados de paz, mantenimiento de la paz y desarme. 

· Protección de la persona. 

· De establecimiento de alguna frontera. 

· Por causas extrínsecas: Derivan del Derecho Internacional general y son cuatro: 

· Violación del tratado: No se refiere a cualquier violación, sino sólo una violación grave del texto del tratado, esto es, la que viola una disposición esencial para la consecución del objetivo o fin del tratado.

El fundamento de esta causa es el principio de reciprocidad, es decir, si un Estado incumple, los demás Estados no están obligados por el tratado con ese Estado. 

El régimen de la violación grave varía según el tratado sea bilateral o multilateral. En el primer caso, la violación faculta a la parte cumplidora a alegar esto como causa de terminación del tratado. Es un derecho que ampara a la parte cumplidora. En los tratados multilaterales, la decisión para dar por terminado el tratado tendrá que adoptarse por unanimidad de las partes cumplidoras. 

Un caso excepcional es que la violación grave no será alegable en el caso de los tratados de carácter humanitario o de protección de la persona. 

· Imposibilidad de cumplimiento de un tratado: Se produce esto cuando ha desaparecido o destruido un objeto indispensable para el cumplimiento del tratado. Su fundamento se encuentra en la fuerza mayor, esto es, cuando se da un hecho irresistible, imprevisible y exterior al que lo invoca. La imposibilidad ha de ser definitiva. Si no es alegable como causa de terminación, lo sería como causa de suspensión. Además, no puede ser provocada por quien lo alega. 

· Cambio fundamental en las circunstancias: Condiciones: 

· Que el cambio afecte a las circunstancias que existían en el momento de celebración del tratado. 

· La presencia de esas circunstancias era base esencial del consentimiento de las partes. Si no hubieran existido, se entiende que el Estado no hubiera consentido. 

· El cambio ha de ser fundamental, esto es, que tenga como efecto una modificación radical de las obligaciones de las partes en relación con el tratado. Este cambio no podrá alegarse en tratados de establecimiento de fronteras y tampoco si ese cambio fundamental resulta de una violación por la parte que lo alega. 

· Aparición de una norma del “ius cogens superveniens” en oposición al contenido del tratado. 

La Convención de Viena señala dos supuestos que no son causa de terminación: 

· Cuando el número de partes de un tratado sea inferior al número de instrumentos de ratificación exigidos para la entrada en vigor del tratado, a no ser que el tratado diga otra cosa.

· Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares: No implica la ruptura de los tratados entre esas partes, salvo si la existencia de esas relaciones diplomáticas o consulares es indispensable para el objetivo o fin del tratado. 

Régimen y efectos de la terminación: 

Sólo cuando la terminación es consecuencia del “ius cogens superveniens”, puede decirse que hay obligación de todas las partes para iniciar el procedimiento de terminación del tratado. También es posible que esta causa sea apreciada de oficio por el órgano que aplica el tratado. 

Se excluye la legitimación activa de quien ha provocado la causa extrínseca. 

Si la causa es por acuerdo de las partes, el régimen y los efectos se establecen en ese mismo acuerdo. Las normas de la Convención de Viena son supletorias: Desde un punto de vista material, en los supuestos de denuncia prevista en el tratado o en casos de denuncia no motivada, la terminación se produce en relación con la totalidad del texto, a no ser que el tratado diga otra cosa. En el caso del “ius cogens superveniens”, el acuerdo en contrario no se admite. El principio de divisibilidad se aplica a las otras causas, salvo en la violación grave de un tratado. 

Desde un punto de vista temporal, los efectos de la terminación se predican desde el momento de la declaración de la terminación. 

Suspensión: 

La suspensión se da cuando se exime a los Estados partes de la obligación de cumplir el tratado durante un período de tiempo. Esa exención afecta a las relaciones jurídicas establecidas en el tratado. Supuestos: 

· Suspensión fruto de la voluntad de las partes: 

· Incorporada en el tratado: El tratado permite la suspensión del mismo en determinados supuestos. 

· El tratado no dice nada, pero las partes lo acuerdan posteriormente a la celebración del tratado, expresa o implícitamente. Será posible el acuerdo entre algunos Estados partes y no respecto a todos. 

· Causas ajenas a la voluntad de las partes: Son las mismas que para la terminación: 

· Violación del tratado. 

· Imposibilidad de cumplir el tratado: Se dará una suspensión si la imposibilidad es transitoria. 

· Cambio de circunstancias: Se dará una suspensión o una terminación dependiendo del Estado que la alega. 

· Conflicto armado entre los Estados partes: No es obligatoria la suspensión, pero es lo normal. 

· La víctima de una agresión (si así lo califica el Consejo de Naciones Unidas) tiene derecho a suspender los vínculos convencionales que tuviera con el agresor. 

Efectos: 

Si la suspensión se produce por voluntad de las partes, los efectos dependerán del acuerdo. La Convención de Viena es supletoria. 

Durante el tiempo de suspensión, los Estados deberán abstenerse de realizar cualquier acto que pueda dificultar o impedir la reanudación del tratado. 

En cuanto a la divisibilidad, se aplican las reglas de la terminación. El alcance subjetivo de la suspensión será, en principio, relativo. La suspensión será respecto del Estado que la alega, salvo en caso de violación grave de un tratado. La suspensión se iniciará en el momento en el que se declara. 

Procedimiento: 

El Estado que invoque la causa, deberá notificar la pretensión a los otros Estados partes, de forma motivada y por escrito. Si transcurren tres meses desde la recepción de la notificación y ningún Estado se ha opuesto, el Estado que formuló la pretensión puede dar por nulo, terminado o suspendido el tratado y lo notificará a los Estados. 

Si algún Estado se opone, la Convención de Viena establece que esta controversia debe resolverse por alguno de los medios de resolución pacífica de controversias que contempla el artículo 33 de la Carta de Naciones Unidas. Si transcurren doce meses desde la oposición y no se ha solucionado, la Convención de Viena establece dos procedimientos: 

· En caso de que la causa sea el “ius cogens”, las partes tendrán que acudir al Tribunal Internacional de Justicia o a la Corte Internacional de Justicia, salvo que las partes acuerden acudir al arbitraje. El resultado del procedimiento tiene efectos obligatorios para las partes. 

· Procedimiento de conciliación (método político): Su resultado será políticamente obligatorio, pero no jurídicamente obligatorio. 

Derecho español: 

España es parte de la Convención de Viena de 1969. La iniciativa para iniciar la nulidad, terminación o suspensión corresponde al Gobierno. El procedimiento es el mismo que para la conclusión de un tratado. Con la suspensión, siendo ésta normalmente de urgencia, bastará con una comunicación a las Cortes. Por tanto, será competencia del Gobierno o del Ministro de Asuntos Exteriores (con posterior confirmación del Gobierno) declarar la suspensión de un tratado. Las solicitudes las formaliza aquel que manifestó el consentimiento en obligarse por el tratado. Una vez concluido el procedimiento, éste debe publicarse en el BOE. 

Tema 18: NO DADO. Se remite a revisión y encomienda de los tratados.

Tema 19: NO DADO. Se remite a las controversias del cumplimiento

NO HE ENCONTRADO NADA EN LOS APUNTES DE LA AED 

TEMA 20: LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO:

Las normas internacionales tienen un régimen de responsabilidad. En el orden interno, los órganos concretan este régimen en normas escritas, pero en el orden internacional no existen instituciones que creen estas normas, ni tampoco un juez que determine responsabilidad. El Tribunal Internacional de la Haya sólo conoce de aquellos asuntos en los que los Estados le hayan permitido conocer. En la práctica se reclama responsabilidad al otro Estado. Es una responsabilidad descentralizada a través de una reclamación del Estado víctima al infractor, con el fin de negociar esta responsabilidad. 

Los dos Estados se tienen que poner de acuerdo, pero de no ocurrir esto está la autotutela, que es una reacción al margen o paralelamente a la reclamación. La autotutela puede consistir en incumplir el tratado, romper relaciones diplomáticas, etc. Es una aplicación coactiva del DI, es una forma de coacción, se usa la fuerza. 

Hoy en día, la responsabilidad internacional está regida por la costumbre. 

El origen de la responsabilidad internacional es un hecho ilícito, es decir, una violación de una norma de DI. No es necesario un daño, sino que se viole alguna norma del DI. La responsabilidad internacional da lugar a la reparación. 

La responsabilidad internacional va a recaer siempre sobre un sujeto de DI, esto es, un Estado, un pueblo, una Organización Internacional o un individuo. Hoy en día, los pueblos no aparecen como responsables. Los individuos también tendrán responsabilidad, puesto que se ha generado la responsabilidad penal internacional individual. Normalmente, se acusa por derechos fundamentales violados en guerras. 

Hechos generadores de responsabilidad internacional: 

Los hechos generadores de responsabilidad internacional son los siguientes:

· Comisión de un hecho ilícito internacional (éste es indiscutido). 

· Comisión por hechos no prohibidos (estos son discutidos). 

En principio, puede que se contraiga la responsabilidad por el ejercicio de actividades ultrapeligrosas. Este ámbito se ha intentado codificar. Así, se trataría de codificar las consecuencias de los actos no prohibidos. No hay normas consuetudinarias en este campo. Existen algunos textos convencionales que regulan determinados aspectos de estos actos. En estos casos, hay que estar a lo contenido en los tratados. 

Elementos del hecho internacional ilícito: 

Los elementos del hecho internacional ilícito son dos: 

· Subjetivo: Que esa infracción sea atribuible a un sujeto de DI. El Estado, en cuanto tal, no actúa, lo hace a través de sus órganos, cuyos actos serán atribuibles al Estado. La infracción de la norma ha de ser atribuible al Estado por acción y omisión de sus órganos. Hechos atribuibles al Estado: 

· Comportamiento de cualquier órgano del Estado que tenga esa condición y que actúa como tal. Se rechaza la idea de hechos atribuibles a los cometidos sólo por sus órganos exteriores. 

Es el propio ordenamiento interno el que debe determinar quién actúa como órgano del Estado. En cuanto a los actos de los entes menores, también serán atribuibles al Estado, porque rige el principio de unanimidad del Estado. Serán atribuibles, aunque el órgano del Estado se haya extralimitado en sus funciones. 

· Hechos de sus órganos en territorio de otro Estado. 

· Actos de personas que no están formalmente investidas como órganos del Estado, pero que de hecho actúan por cuenta y bajo la dirección del Estado. 

Según el proyecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional, no se considera un hecho atribuible al Estado, el comportamiento de personas o grupos que actúan como particulares, pero eso no significa que el Estado no pueda incurrir en responsabilidad internacional. Incurrirá en responsabilidad si no ha prestado la debida diligencia para prevenir esos actos de los particulares o si no ha mostrado la debida prudencia para reprimirlos. 

Las acciones y omisiones internacionalmente ilícitas de movimientos insurreccionales no serán atribuibles al Estado, sólo lo serán en el caso de que ese movimiento se alce como nuevo gobierno de ese Estado o cuando ese movimiento provoque la aparición de un nuevo              Estado (secesión).  

No serán atribuibles al Estado los actos realizados por órganos prestados, esto es, cuando un Estado presta a otro un órgano propio. Los actos serán atribuibles al Estado en cuyo territorio está ese órgano prestado. Tampoco serán atribuibles al Estado los actos realizados por Organizaciones Internacionales sobre el territorio de un Estado, serán atribuibles a esa Organización Internacional. 

Además, la asistencia que preste un Estado a otro Estado para que éste último cometa un hecho ilícito será constitutiva de un hecho ilícito internacional, aunque esa ayuda, aisladamente considerada, no constituya una violación del DI. 

Existe la posibilidad de que un hecho ilícito sea cometido por un Estado bajo coacción de otro Estado. En este caso, el Estado al que se considera infractor será el Estado coaccionante. 

· Objetivo: Existencia de una violación de una obligación internacional. Se refiere a las acciones u omisiones que constituyen infracción del DI. Esta infracción será un hecho internacionalmente ilícito, con independencia de su fuente y también dará igual la calificación que merezca según el ordenamiento interno del Estado infractor. Esto es así, porque corresponde únicamente al DI el calificar si un hecho es ilícito o no. 

También la obligación infringida podrá ser de comportamiento o de resultado, además deberá ser una transgresión de una norma de DI en vigor. 

Hay dos tipos de infracciones: 

· Crímenes internacionales: Vulneración de obligaciones esenciales para la salvaguardia de los intereses fundamentales para la comunidad internacional. Son, por tanto, infracciones del “ius cogens”. Surge el problema de su determinación. El proyecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional contiene un listado abierto de algunas de esas normas que generan crímenes internacionales. 

· Delitos internacionales: El proyecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional los considera como categoría residual de los crímenes, ya que el delito es toda infracción que no sea crimen internacional. 

Circunstancias que excluyen la ilicitud: 

Según el proyecto de la Comisión de Derecho Internacional, todo hecho internacionalmente ilícito da lugar a responsabilidad internacional. Hay circunstancias que excluyen el carácter ilícito del hecho. Estas circunstancias son las siguientes: 

· Consentimiento válidamente prestado por un Estado para que otro contravenga una norma de DI en relación con el primer Estado. El consentimiento no puede estar viciado y, además, debe ser atribuible al Estado y anterior a la infracción de la norma. El límite al consentimiento son las normas del “ius cogens”. 

· Contramedidas: Actos adoptados en respuesta a un hecho internacionalmente ilícito. La ilicitud de esa respuesta queda excluida en virtud de la ilicitud previa. 

· Fuerza mayor o caso fortuito: La distinción entre ambos será irrelevante en la práctica, porque su régimen es el mismo. Pero en la teoría, la distinción radica en que, en ambos casos, la infracción es ajena al Estado y, además, el Estado no lo puede evitar. En la fuerza mayor, la infracción es producto de una fuerza irresistible. Sin embargo, en el caso fortuito, la infracción se debe a un acto exterior imprevisible. En ambos casos, la infracción es ajena al control del Estado. 

· Peligro extremo: Situación en la que el autor de un comportamiento tiene que elegir entre infringir una norma o poner seriamente en peligro su vida o la de los que tenga a su cargo. Hay que ver si el autor de la infracción tenía otras alternativas. Hay condiciones para alegar esto: 

· El comportamiento escogido debe ser el único posible para lograr ese objetivo. 

· La infracción no podrá crear otra situación igual o peor a la que se quiere evitar. 

· La situación ha de ser extrema. 

· Sólo se excluye la ilicitud si el Estado que la alega no ha contribuido a crear esa situación. 

· Estado de necesidad: Siempre que la infracción haya sido el único medio para salvaguardar un interés esencial del Estado. Ese interés esencial tiene que estar afectado por un peligro grave e inminente y lo que se intenta es salvaguardarlo. El Estado que lo alega no ha debido contribuir a crear la situación de peligro. El límite es el “ius cogens”. Tampoco se podrá alegar cuando el tratado que se pretende infringir no contempla tal posibilidad. 

· Legítima defensa: La infracción de la prohibición del uso de la fuerza no será ilícita, si ese hecho es una medida de legítima defensa. Por ejemplo, cuando hay un ataque armado previo e ilícito.
Consecuencias de un hecho ilícito: 

Aparece la responsabilidad internacional y, según la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia, la función de la responsabilidad internacional es esencialmente reparadora. La obligación de reparar supone: 

· Obligación de cesar en la actuación ilícita. 

· Obligación de reparar el daño causado. También hay que reparar aunque haya causa de exclusión de ilicitud.  

Modalidades de reparación: 

· “Restitutio in integrum”: El Estado infractor tiene que devolver las cosas a su situación original. Si no es posible, opera la reparación por equivalencia. 

· Reparación por equivalencia: Indemnización: Se concibe, normalmente, con relación a los daños sufridos. Por daños se entiende los daños sobre el propio Estado. Daños indirectos serán los que sufren sus nacionales. Para determinar la cuantía de la indemnización se ha de tener en cuenta el daño emergente y el lucro cesante. 

· Satisfacción: Excusas oficiales, sanciones a funcionarios que han cometido el ilícito, cuando el Estado infractor ofrece garantías de que no se volverá a repetir, etc. 

Consecuencias de un crimen internacional: 

Responsabilidad internacional agravada: Toda la comunidad internacional podrá exigir responsabilidad. Esto se denomina “actio popularis”, que puede ser: 

· En sentido estricto: Posibilidad de cada Estado de demandar ante los tribunales al Estado infractor. 

· En sentido amplio: Posibilidad que tienen todos los Estados de exigir esa responsabilidad internacional, incluso de tomar medidas respecto al Estado infractor. 

Hay responsabilidad agravada porque lo que sí existe y ampara a la comunidad internacional es el poder imponer sanciones institucionalizadas al Estado infractor. 

TEMA 21: LA APLICACIÓN COACTIVA DEL DERECHO INTERNACIONAL: 

El Estado infractor se puede negar a la reparación, entonces puede surgir una controversia internacional, que se ha de solucionar por medios pacíficos. Al margen de éstos, hay mecanismos de aplicación coactiva del Derecho Internacional. 

Normalmente, las medidas coactivas eran descentralizadas y así el Estado víctima de un hecho ilícito podía responder con medidas de autotutela, esto es, mediante retorsiones o represalias. 

Estas medidas de autotutela se vienen aplicando cuando no se cumple con la reparación, pero también se pueden usar paralelamente a la reclamación por responsabilidad internacional, en cuanto que son medidas de presión para conseguir la reparación, y también se pueden usar cuando todavía no se ha interpuesto la reclamación y, en estos casos, hay que tener en cuenta los criterios de proporcionalidad y justificabilidad. Se pueden clasificar las medidas autotutelares en: 

· Medios lícitos (retorsiones): Se actúa a través de medios lícitos, aunque su objetivo es lesionar los intereses del Estado infractor. También podrán actuar como respuesta a hechos lícitos, pero inamistosos del Estado infractor. Por ejemplo, ruptura de relaciones diplomáticas, llamada a consultas, interrupción de ayuda económica, etc. 

· Medios, en principio, ilícitos (contramedidas o represalias): Su ilicitud se convalida porque son respuesta a un hecho ilícito previo. Son ilícitos como respuesta a otros ilícitos previos. Requisitos: 

· Sólo pueden adoptarse en caso de necesidad, esto es, si no se pudiera obtener la reparación por otros medios. 

· Proporcionalidad entre el ilícito y la represalia. Esto no implica que la represalia tenga que ser idéntica al hecho ilícito previo.

· No podrán incumplirse normas del “ius cogens” amparándose en las represalias. 

· Medidas adoptadas en el seno de la comunidad internacional: Son medidas institucionalizadas. Éstas las adoptan las Organizaciones Internacionales y se denominan sanciones. Sin embargo, el que una Organización Internacional tenga o no potestad sancionadora dependerá de su tratado constitutivo. 

Normalmente, se establecen mecanismos de sanción con relación a los Estados infractores del derecho interno de la Organización Internacional. La potestad sancionadora se refiere, generalmente, a las sanciones contra infracciones del Derecho Internacional. 

